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Yo, Jorge Asali Harfuch, de nacionalidad mexicana, hago la siguiente declaración: 

1. Este informe de experto (el “Informe”) se presenta en apoyo a la defensa de los 

Estados Unidos Mexicanos (“México”) contra las reclamaciones presentadas por Finley 

Resources Inc., MWS Management Inc. y Prize Permanent Holdings, LLC (las 

“Demandantes”), bajo el Tratado de Libre Comercio de América del Norte (“TLCAN”) y el 

Tratado entre México, Estados Unidos y Canadá (“T-MEC”). 

2. Los términos que aparezcan con mayúscula inicial tendrán el significado que este 

Informe atribuye a cada uno de ellos. Adicionalmente, se adjunta este Informe un glosario de 

términos definidos como Anexo A.  

I. TRAYECTORIA PROFESIONAL E INDEPENDENCIA 

3. Soy un abogado mexicano, con 25 años de experiencia en la tramitación de todo 

tipo de controversias civiles, mercantiles y administrativas, incluyendo concursos 

mercantiles y arbitrajes internacionales.  

4. Estudié la carrera de Derecho en la Escuela Libre de Derecho, de la que obtuve 

mi título profesional con honores en 1998. Posteriormente, estudié una maestría en la 

Universidad de Harvard, de la que me gradué en el año 2001. Estoy autorizado para ejercer 

como abogado en México.  

5. En 1998 fundé Ojeda y Asali, S.C., un despacho de litigio en la Ciudad de 

México, del que fui socio hasta 2013. Desde el 2014, soy socio de Bufete Asali, S.C. Mi 

práctica profesional se enfoca en la resolución de controversias complejas, principalmente 

en las industrias energética, marítima, de servicios financieros y de construcción.  

6. Mi currículum vitae se adjunta al presente Informe como Anexo B. 
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7. Soy independiente de las Partes, sus asesores legales y de los miembros del 

tribunal arbitral. No tengo relación presente o pasada con ninguno de los anteriores. Sin 

perjuicio de lo anterior, de 2020 a 2022 fungí como experto legal del Gobierno mexicano en 

el arbitraje de inversión Alicia Grace y otros. c. los Estados Unidos Mexicanos, Caso CIADI 

No. UNCT/18/4. A mi consideración, esta situación no afecta mi imparcialidad, 

independencia y tampoco genera un conflicto de interés.   

8. El presente Informe tiene por objeto el estudio y análisis jurídicos de la 

conclusión de los Contratos No. 424042803 (“Contrato 803”) y 424043804 (“Contrato 804”), 

y la rescisión administrativa del Contrato 421004821 (“Contrato 821”, conjuntamente con 

los Contratos 803 y 804, los “Contratos”), así como de los juicios relacionados con estos 

Contratos. 

9. He recibido la instrucción de México de analizar la información de una manera 

profesional, independiente e imparcial y de realizar su estudio jurídico con aplicación de mis 

conocimientos técnicos y experiencia en la materia de una forma objetiva. 

10. Este Informe se presenta en idioma español y el suscrito estará disponible para, 

en caso de ser necesario, comparecer a declarar en la audiencia respectiva en idioma español. 

II. INTRODUCCIÓN  

11. El presente Informe tiene por objeto el estudio y el análisis jurídicos de los 

Contratos, así como de los juicios civiles y administrativos que las Demandantes iniciaron 

ante los tribunales mexicanos en relación con los mismos. El presente Informe también tiene 

por objeto dar respuesta al Informe Zamora-Amézquita y, concretamente, a las supuestas 

violaciones imputadas a los tribunales mexicanos por la forma, términos y plazos en que 

tramitaron los diversos juicios relacionados con los Contratos. 
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12. En la preparación del presente Informe, el suscrito se basó en: (i) la doctrina, las 

leyes y la jurisprudencia mexicanas; (ii) mi experiencia en la tramitación de juicios civiles y 

administrativos como los que son objeto de disputa en este Arbitraje; y (iii) los Contratos, las 

constancias de los juicios civiles y administrativos iniciados por las Demandantes y los demás 

documentos que forman parte del expediente de este Arbitraje.  

13. Las secciones III y IV subsecuentes se centran en el análisis jurídico de los 

Contratos y del régimen legal que les es aplicable. Cabe adelantar que, por su fecha de 

celebración, todos los Contratos tienen una naturaleza administrativa y cualquier 

controversia relacionada con los mismos debió dirimirse ante los tribunales administrativos 

mexicanos. Asimismo, cabe señalar que el clausulado de los Contratos revela la existencia 

de un régimen exorbitante, común a todo contrato administrativo, que explica y justifica las 

determinaciones de PEP durante la ejecución de los mismos. Por último, el análisis efectuado 

revela que diversos de los reclamos económicos de las Demandantes son incompatibles con 

la legislación mexicana y con las consecuencias patrimoniales pactadas en los Contratos.  

14. En la sección VI se estudian de manera detallada los juicios civiles y 

administrativos iniciados por las Demandantes ante los tribunales mexicanos. Una 

conclusión transversal del estudio de los procedimientos de mérito es que, a partir de las 

constancias analizadas, no se advierte la existencia de retrasos injustificados ni de decisiones 

arbitrarias atribuibles a los tribunales mexicanos. Por una parte, la dilación de los juicios es 

concordante con su complejidad, la pluralidad de recursos interpuestos por las partes –todos 

previstos para cualquier litigante conforme al derecho procesal mexicano–, y la presencia de 

circunstancias extraordinarias como la pandemia del COVID 19. Por otra parte, las 

decisiones de los tribunales no son arbitrarias ni carentes de razonabilidad, y sus 
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determinaciones son ajustadas al margen de discrecionalidad judicial y de interpretación 

legal del que goza cualquier juez.  

15. En realidad, el resultado final de los juicios se explica más por el desempeño de 

las partes, que por la conducta de los tribunales que los resolvieron. Por un lado, existen 

ejemplos varios de impugnaciones deficientes, infructuosas, e incluso omisas. Por el otro 

lado, PEP litigó los distintos juicios de manera exhaustiva y haciendo un uso efectivo de los 

distintos recursos legales que, como cualquier otro litigante, tenía a su disposición para hacer 

valer sus derechos.  

16. En lo que corresponde a la sección VII, presentamos una contestación puntual a 

las supuestas violaciones que se mencionan en el Informe Zamora-Amézquita. El análisis 

que se presenta arroja conclusiones análogas a los derivados del estudio de los juicios; esto 

es, que los tribunales mexicanos no incurrieron en retrasos injustificados ni emitieron 

decisiones arbitrarias que puedan catalogarse como violaciones graves. Las supuestas 

violaciones aludidas son el resultado de un entendimiento equívoco de los principios y figuras 

procesales referidas, así como de opiniones ajenas a la práctica litigiosa en México.  

17. Por último, en la sección VIII se presenta un breve análisis del clausulado y la 

ejecución del contrato 424043809 celebrado entre PEP e Integradora de Perforaciones y 

Servicios, S.A. de C.V. y Zapata Internacional, S.A. de C.V. con fecha 1 de marzo de 2013 

(el “Contrato 809”).  

III. EL RÉGIMEN DE CONTRATACIÓN Y LA NATURALEZA JURÍDICA 
APLICABLES A LOS CONTRATOS 

18. El punto de partida para analizar la naturaleza jurídica de cualquier contrato 

celebrado por Pemex o sus subsidiarias es determinar cuál es la ley que lo rige. Lo anterior 

se debe a que con motivo de la reforma a diversos artículos de la Constitución Mexicana que 
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comúnmente se conoce como la “Reforma Energética”, se derogó la Ley de Petróleos 

Mexicanos que hasta ese momento se encontraba vigente (“Ley Pemex Abrogada”) y se 

emitió una nueva Ley de Petróleos Mexicanos (“Ley Pemex Vigente”), la cual modificó el 

régimen de contratación de Pemex y sus subsidiarias. Aunque la Reforma Energética se 

publicó con fecha 20 de diciembre de 2013, la Ley Pemex Abrogada continuó en vigor hasta 

el día 2 de diciembre de 2014, fecha en la que entró en funciones el nuevo consejo de 

administración de Pemex y que, conforme al régimen transitorio de la Ley Pemex Vigente, 

dio lugar a que formalmente entrare en vigor esta última.  

19. En este entendido, todo contrato celebrado con antelación al señalado 2 de 

diciembre de 2014 se rige por la Ley Pemex Abrogada y su naturaleza jurídica debe 

determinarse conforme a ésta. La Suprema Corte de Justicia de la Nación (“SCJN”) 

recientemente confirmó este señalamiento al resolver que la naturaleza jurídica de los 

contratos celebrados por Pemex y sus subsidiarias –como PEP– depende del régimen 

transitorio de la Ley Pemex Vigente que, como recién se explicó, entró en vigor hasta el 2 de 

diciembre de 2014.1 Para efectos de la presente opinión aclaramos que  los Contratos en 

estudio celebrados entre PEP y las Demandantes se celebraron con anterioridad al día 2 de 

diciembre de 2014, por lo que su naturaleza jurídica debe analizarse a la luz de la Ley Pemex 

Abrogada y su régimen de contratación.  

20. Para mejor referencia del Tribunal Arbitral, enseguida se presenta un esquema 

en el que gráficamente se representa el periodo en que estuvieron en vigor la Ley Pemex 

Abrogada y la Ley Pemex Vigente vis a vis la fecha de celebración de cada uno de los 

 
1  Ver tesis de la Primera Sala de la SCJN con número de registro 2024138, Pemex Exploración y 
Producción. La reforma por la cual se transformó en empresa productiva del estado, por sí misma no tiene el 
alcance de modificar la naturaleza de los contratos celebrados con antelación a dicha reforma. Artículos 25 y 
27 constitucionales. JAH-0001 
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Contratos, mismo que ilustra que todos los Contratos se celebraron al amparo de la Ley 

Pemex Abrogada y al régimen de contratación aplicable a ésta: 

 

21. Atento a lo anterior, los contratos celebrados por Pemex o sus subsidiarias al 

amparo de la Ley Pemex Abrogada relacionados con las actividades sustantivas a su cargo –

como la realización de trabajos de reparación, perforación y terminación de pozos petroleros 

objeto de los Contratos– tienen una naturaleza exclusivamente administrativa, lo que 

significa que no es civil ni mercantil. Cabe agregar que la naturaleza administrativa de este 

tipo de contratos celebrados por Pemex o sus subsidiarias –i.e. los Contratos– ha sido 

expresamente reconocida por el TFJA, el cual también confirmó que la ley aplicable a éstos 

es la Ley Pemex Abrogada.2  

22. Una de las notas distintivas de la naturaleza administrativa de los contratos 

celebrados al amparo de la Ley Pemex Abrogada es la existencia de un plano de supra-

subordinación entre la entidad contratante –i.e. PEP– y el contratista o prestador, de la cual 

 
2  Tesis del TFJA con número de clave VII-CASR-PE-32, Contratos celebrados por Pemex Exploración 
y Producción, relacionados con actividades sustantivas de carácter productivo. Son de naturaleza 
administrativa y se rigen exclusivamente por sus propias disposiciones (Ley de Petróleos Mexicanos 
abrogada). JAH-0002 
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se desprenden una serie de consecuencias relevantes. Estas consecuencias pueden dividirse 

en sustantivas y en procesales, tal y como se explica enseguida.  

23. Desde una óptica sustantiva, la naturaleza administrativa de un contrato supone 

la existencia de un régimen especial (usualmente llamado “exorbitante”) en el clausulado del 

mismo. Esto significa que los contratos administrativos pueden, e incluso deben, contener 

cláusulas que coloquen al prestador o contratista en una relación de subordinación frente a 

Pemex, a fin de que ésta pueda garantizar el cumplimiento de las atribuciones estatales que 

le fueron conferidas, así como la satisfacción de las necesidades colectivas.3 Entre otras 

fuentes, la obligación de establecer estas cláusulas en los contratos que celebran Pemex y sus 

subsidiarias deriva de una exigencia constitucional según lo preceptuado por el artículo 134 

de la Constitución Mexicana y que es reproducida tanto en la Ley Pemex Abrogada como en 

las disposiciones administrativas de contratación derivadas de ella (“DACS”). 

24. Una de las facultades de la entidad contratante que deriva del régimen exorbitante 

de los contratos administrativos es la de terminar por sí y ante sí dichos contratos, esto es, 

sin necesidad de una declaración judicial previa. De acuerdo a su causa, la terminación del 

contrato por parte de la entidad puede ser una rescisión administrativa o una terminación 

anticipada. Por un lado, la rescisión administrativa tiene lugar ante el incumplimiento por 

parte del contratista o prestador a sus obligaciones al amparo del contrato y es resuelta de 

manera unilateral por la entidad, sin perjuicio de que el contratista o prestador pueda 

impugnar la nulidad de la rescisión ante los tribunales competentes.4 Por el otro lado, la 

 
3  Ver tesis del Pleno de la SCJN con número de registro 189995, Contratos administrativos. Se distinguen 
por su finalidad de orden público y por el régimen exorbitante del derecho civil a que están sujetos. JAH-0003 
4 Ver tesis del Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito con número de 
registro 182024, Autoridad para efectos del juicio de amparo. Lo es el organismo público descentralizado de 
la administración pública que rescinde unilateralmente un contrato administrativo. JAH-0004 
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terminación anticipada tiene lugar cuando la entidad termina el contrato antes de la 

conclusión de su vigencia por causas distintas a un incumplimiento, con base en causales que 

se encuentran expresamente previstas en las DACS o en el contrato de que se trate.5 

25. Otra facultad de la entidad contratante que es intrínseca al régimen exorbitante 

de los contratos administrativos es la de suspender su ejecución. De manera análoga a la 

terminación anticipada, la suspensión de un contrato administrativo puede decretarse con 

base en las causales legal o reglamentariamente previstas, así como las que se definan en el 

contrato de que se trate.  

26. Desde un punto de vista procesal, la naturaleza administrativa de un contrato 

implica que cualquier controversia que surja del mismo deberá resolverse a través de la vía 

jurisdiccional administrativa. Es decir, los órganos competentes para conocer las disputas 

derivadas de un contrato administrativo son los tribunales administrativos y, por el contrario, 

los tribunales civiles o mercantiles son incompetentes para conocer asuntos relacionados con 

este tipo de contratos. En sintonía con lo anterior, los tribunales federales mexicanos han 

reconocido que la aplicación de la jurisdicción administrativa es un rasgo distintivo de 

cualquier contrato administrativo.6 

27.  En el mismo sentido, los tribunales federales mexicanos han resuelto que los 

reclamos derivados de un contrato administrativo celebrado por un organismo 

 
5  DACS, art. 75, Los organismos descentralizados podrán convenir en el contrato la terminación 
anticipada atendiendo a las necesidades del Proyecto Sustantivo, pudiendo considerar, de manera enunciativa 
y no limitativa, las siguientes causas: I. Por caso fortuito o fuerza mayor, según se pacte en el contrato; II. Por 
no poder determinar la temporalidad de la suspensión; III. Cuando existan causas que impidan la ejecución de 
los contratos; IV. Cuando un contrato en materia de exploración y producción no resulte rentable o conveniente 
para el Organismo Descentralizado conforme al modelo económico, y v. Cuando así lo determine el organismo 
descentralizado. JAH-0005 
6  Ver tesis del Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito con número de 
registro 188644, Contrato administrativo y contrato civil o mercantil. Sus diferencias. “En los privados la 
jurisdicción para dirimir controversias recae en los tribunales ordinarios, en los administrativos interviene la 
jurisdicción especial, ya sean tribunales administrativos, si los hay, o en propia sede administrativa, según los 
trámites establecidos por la ley o lo estipulado en el contrato mismo.” JAH-0006 
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descentralizado –como lo eran Pemex y sus subsidiarias previo a la señalada Reforma 

Energética– deben dirimirse ante los tribunales administrativos. 7 Esto también es consistente 

con lo resuelto recientemente por la SCJN al rechazar la aplicación retroactiva de la Ley 

Pemex Vigente a contratos celebrados con anterioridad a su entrada en vigor y, 

consecuentemente, confirmar que las controversias relacionadas con contratos celebrados por 

Pemex y sus subsidiarias al amparo de la Ley Pemex Abrogada deben ser resueltas por los 

tribunales administrativos y no por los tribunales civiles o mercantiles.8  

28. La competencia de los tribunales administrativos sobre los contratos 

administrativos es también independiente del tipo de prestación que se reclama. 

Concretamente, y de particular relevancia en este asunto, los tribunales administrativos 

también serán los competentes para conocer de las controversias en las que se reclame un 

incumplimiento de pago al amparo de un contrato administrativo. Lo anterior fue resuelto 

por jurisprudencia obligatoria de la SCJN, la cual señala que “los conflictos surgidos en 

relación con la falta de pago estipulada en los contratos administrativos deben resolverse en 

los juicios administrativos respectivos (federales o locales) dependiendo del régimen al que 

aquéllos estén sujetos.”9  

29. Bajo esta óptica, al resolverse una disputa relacionada con un contrato 

administrativo, ya sea que derive de un incumplimiento de pago o de su terminación, la vía 

 
7  Ver tesis del Pleno en Materia Civil del Primer circuito con número de registro 2017484, Contratos de 
obra pública, celebrados entre organismos descentralizados y empresas de participación estatal mayoritaria. 
La acción de rescisión o cumplimiento de esos contratos corresponde a la competencia del Tribunal Federal 
de Justicia Administrativa.” JAH-0007 
8  Ver tesis de la Primera Sala de la SCJN con número de registro 2024138, Pemex Exploración y 
Producción. La reforma por la cual se transformó en empresa productiva del estado, por sí misma no tiene el 
alcance de modificar la naturaleza de los contratos celebrados con antelación a dicha reforma. Artículos 25 y 
27 constitucionales. JAH-0001 
9  Ver jurisprudencia de la Segunda Sala de la SCJN con número de registro 2016318, Contratos 
administrativos. El incumplimiento de pago tiene naturaleza administrativa. JAH-0008 
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jurisdiccional correcta para presentar un reclamo será la administrativa. Debido a lo anterior 

y sin perjuicio del análisis que se presenta en los siguientes apartados, desde ahora se adelanta 

que, con excepción de algunas controversias iniciadas por el contratista bajo el Contrato 821 

–que contenía una cláusula arbitral–, los tribunales administrativos debieron ser los 

competentes para conocer de las controversias que se suscitaron con motivo de los Contratos. 

IV. ANÁLISIS DEL CLAUSULADO DE LOS CONTRATOS Y DE LAS 
CIRCUNSTANCIAS DE SU TERMINACIÓN 

30. El suscrito tuvo a la vista y analizó los Contratos 803, 804 y 821. Por la fecha de 

su celebración, los tres Contratos se rigen bajo la Ley Pemex Abogada y tienen una naturaleza 

administrativa. El objeto de los tres Contratos es esencialmente el mismo: PEP encomendaría 

a las Demandantes la realización de diversos trabajos sobre pozos petroleros, así como de 

perforación y terminación de pozos terrestres, mediante la emisión de órdenes de trabajo que 

especificarían el plazo para ejecutar los trabajos y el monto que pagaría PEP como 

contraprestación. En las siguientes secciones analizaremos de manera pormenorizada los 

aspectos más relevantes del clausulado de cada uno de los Contratos, así como las 

circunstancias en los que se suscitó su terminación. 

A. El Contrato 803 

i. Análisis de las cláusulas relevantes del Contrato 803 

31. En términos del Contrato 803, Bisell y MWS se obligaron a ejecutar trabajos 

sobre pozos petroleros, denominados contractualmente como “trabajos de restitución de la 

producción en los activos de la región norte”, mismos que Bisell y MWS habrían de ejecutar 

en términos de las órdenes de trabajo que en su caso emitiría PEP. Asimismo, las partes 

pactaron un “Plazo de Ejecución” que transcurriría entre el 20 de febrero de 2012 y el 31 de 

diciembre de 2013, dentro del cual se emitirían las órdenes de trabajo objeto del Contrato 
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803. Dicho plazo se prorrogó en términos de dos convenios modificatorios suscritos entre las 

partes. Las partes también acordaron que el monto o precio total de los trabajos que se 

realizarían al amparo del Contrato 803 sería de USD $48,000,000.00.  

32. Igualmente, el monto total antes indicado se ejercería a través de las denominadas 

“remuneraciones” o “precios” que se indicarían en cada orden de trabajo. En términos del 

Contrato 803, los precios unitarios para los trabajos comprenderían los costos o gastos 

asociados a la realización de los trabajos encargados –i.e. costos directos, costos indirectos, 

gastos de financiamiento, etc.–, así como por un componente de utilidad.10 En otras palabras, 

el monto o precio total del Contrato 803 –y por tanto el precio pactado en cada orden de 

trabajo– comprendía tanto (i) el costo a cargo de Bisell y MWS por la ejecución de los 

trabajos encomendados, así como (ii) la utilidad o ganancia que éstas percibirían por la 

realización de dichos trabajos.  

33. En el Contrato 803 se establece dentro de su clausulado la figura del “finiquito”. 

Como se señala en el Memorial de Demanda, el finiquito es una transacción11 por virtud del 

cual las partes concluyen en definitiva cualquier aspecto pendiente o los puntos en conflicto 

derivados del contrato, incluyendo cualesquier saldo o deuda pendiente. De acuerdo a las 

DACS, el finiquito tiene como fin “hacer constar los ajustes, revisiones, modificaciones y 

reconocimientos a que haya lugar” y, de manera destacada, “los saldos a favor y en contra, 

así como los acuerdos, conciliaciones o transacciones que se pacten para finalizar las 

controversias que se hayan presentado”.12 Conforme a lo pactado en el Contrato 803, el 

 
10  Ver Contrato 803, cláusula 4.3, Forma de Pago. C-0032 -SPA 
11  Ver Memorial de Demanda, ¶107. “The finiquito process is essentially a settlement. The parties agree 
that their reciprocal obligations have been fulfilled, and they agree to any needed adjustments, revisions, 
modifications, or recognitions, and to any balances owed from one to the other.” 
12  Ver DACS, art. 76 JAH-0005 
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finiquito forma parte del mismo y por lo tanto tiene un carácter obligatorio, de manera que 

toda cuestión finiquitada se entendería acordada en definitiva por las partes. 13  

34. Por último, en el Contrato 803 las partes expresamente se sometieron a la 

jurisdicción de los tribunales federales de la ciudad de Poza Rica de Hidalgo, en el estado de 

Veracruz. Este pacto determina la jurisdicción territorial de los tribunales competentes para 

resolver disputas derivadas del Contrato 803. La jurisdicción material sobre el Contrato 803 

se determina por su naturaleza jurídica que, como explicamos antes, es administrativa. Por 

lo anterior, los tribunales competentes para resolver las disputas que se suscitaran con motivo 

del Contrato 803, ya sea por algún incumplimiento de pago o cualquier otra causa, serían los 

tribunales federales en materia administrativa en Veracruz.  

ii. Análisis de la terminación del Contrato 803 y sus consecuencias 
patrimoniales 

35. Con base en la documentación proporcionada, el Contrato 803 terminó al 

concluir su vigencia natural. De acuerdo al acta de finiquito suscrita entre las partes, el monto 

ejecutado y pagado por PEP al amparo del Contrato 803 al término de su vigencia fue de 

USD $26,550,013.81.14 En el acta de finiquito, se aprecia que PEP reconoció la existencia 

de un adeudo pendiente a su cargo y frente a Bisell y MWS por concepto de ajuste de costos 

que ascendía a la cantidad de USD $433,124.00, los cuales se encuentran relacionados con 

los gastos no recuperables asociados a la ejecución del Contrato 803.15  

36. Asimismo, se distingue que Bisell y MWS se reservaron expresamente el derecho 

a suscribir el finiquito para “proceder como a su derecho convenga para el reclamo de gastos 

no recuperables, así como tiempo de espera y revisión de porcentaje de indirectos y 

 
13  Ver Contrato 803, cláusula décima séptima, Finiquito. C-0032-SPA 
14  Ver Acta de finiquito del Contrato 803. C-0074-SPA 
15  Id. 
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financiamiento”.16 No se desprende reserva alguna de derechos adicional por parte de los 

suscriptores.  

37. De manera destacada, no se aprecia que exista una reserva de derechos en el acta 

de finiquito en relación al monto no ejecutado del contrato frente al monto total establecido 

en el mismo (a diferencia de lo que se observa en la reserva que sí se hizo a propósito del 

finiquito en el Contrato 804, como más adelante se abordará).17 Así, la ausencia de una 

reserva de derechos respecto a la diferencia entre el monto ejercido y el monto total denota 

la conformidad de las contratistas con el monto pagado constituye una renuncia al reclamo 

de cualquier suma adicional. Más aún, dicha suscripción obliga a ambas partes a sujetarse al 

finiquito celebrado. 

38. En otras palabras, bajo el finiquito quedaron definitivamente acordados todos los 

saldos a cargo y en favor de las partes derivado del Contrato 803, con excepción del monto 

final de los gastos no recuperables –mismo que las contratistas expresamente se reservaron 

el derecho a reclamar con posterioridad–. Por lo tanto, la suscripción por parte de las 

contratistas del finiquito conlleva a que éstas se encuentran contractualmente impedidas a 

formular un reclamo asociado al Contrato 803 distinto a los gastos no recuperables respecto 

de los cuales se reservaron sus derechos, incluyendo cualquier reclamo que pudiera surgir 

con motivo del diferencial entre el monto total y el monto efectivamente ejercido al amparo 

de dicho contrato.  

39. Por último, destacamos que la suscripción del finiquito en comento, así como el 

hecho de que los reclamos pendientes al amparo del Contrato 803 deriven del mismo, 

confirma que los tribunales administrativos debieron ser los competentes para conocer de 

 
16  Ver Acta de finiquito del Contrato 803, p.7. C-0074-SPA 
17  Infra §IV. B. ii.  
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cualquier disputa relacionada con el Contrato 803. Existen varios precedentes emitidos tanto 

por la SCJN como por los tribunales federales mexicanos, que confirman que cualquier 

reclamo fundado en un acta de finiquito debe dirimirse ante un tribunal administrativo, pues 

el finiquito en este caso es por sí mismo un acto de naturaleza administrativa.18  

B. El Contrato 804 

i. Análisis de las cláusulas relevantes del Contrato 804 

40. En términos del Contrato 804, Bisell y MWS se obligaron a ejecutar trabajos 

relacionados con pozos petroleros, denominados contractualmente como “trabajos integrales 

para intervenciones a pozos terrestres en la región norte”, que se habrían de ejecutar en 

términos de las órdenes de trabajo que en su caso emitiría PEP. De manera semejante al 

Contrato 803, las partes pactaron un “Plazo de Ejecución” que transcurriría del 20 de marzo 

de 2013 al 30 de septiembre de 2013, dentro del cual se emitirían las órdenes de trabajo objeto 

del Contrato 804. Dicho plazo se prorrogó al 31 de marzo de 2014 en términos del segundo 

convenio modificatorio suscrito entre las partes. 

41. Asimismo, en el Contrato 804 se estableció que cada orden de trabajo tendría un 

plazo de ejecución específico –independiente del Plazo de Ejecución del Contrato 804–. Al 

efecto, dentro del denominado Plazo de Ejecución per se PEP emitiría órdenes de trabajo, 

mientras que el plazo para ejecutar cada una de éstas estaría específicamente determinado en 

las mismas, junto con sus condiciones particulares de pago.  

 
18  Ver tesis de la Primera Sala de la SCJN con número de registro 2016485, Finiquito de los contratos de 
obras públicas. Su naturaleza jurídica. JAH-0009; tesis del Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Primer Circuito con número de registro 2018385, Contrato de obra pública. Al declararse la 
improcedencia de la acción de cumplimiento de éste, los convenios modificatorios y aquellos derivados de 
aquél siguen la suerte del principal. JAH-0010; y tesis del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del 
Segundo Circuito con número de registro 2019337, Vía mercantil. Es improcedente cuando se demanda a una 
entidad pública el pago del importe de facturas que amparan los servicios prestados en cumplimiento a un 
contrato administrativo. JAH-0011 
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42. A diferencia del Contrato 803, en el Contrato 804 las partes no acordaron un 

monto total por los trabajos que realizarían MWS y Bisell. En el Contrato 804 se estableció 

un presupuesto mínimo de USD $22,000,000.00 y un presupuesto máximo de USD 

$55,000,000.00. El propio Contrato 804 aclara que “el presupuesto antes indicado no 

representará en forma alguna para PEP la obligatoriedad de erogar el presupuesto máximo 

establecido en [el Contrato 804].”19 Entonces, en términos del Contrato 804, PEP únicamente 

estaba facultada y no obligada a emitir órdenes de trabajo no mayores al tope establecido 

como presupuesto máximo. 

43. Al igual que en el caso del Contrato 803, la contraprestación pactada en el 

Contrato 804 se compuso de los precios fijados en las órdenes de trabajo individuales, a las 

cuales se aplicarían los precios unitarios previamente acordados por las partes y que se 

enlistaron en el anexo DE-3 del Contrato.20 De manera análoga al Contrato 803, los precios 

unitarios aplicables al Contrato 804 comprenderían los costos o gastos asociados a la 

realización de los trabajos encargados –i.e. costos directos, costos indirectos, gastos de 

financiamiento, etc.–, así como por un componente de utilidad.21 

44. En el Contrato 804 se pactó también un procedimiento de finiquito, tal y como 

se estableció en el Contrato 803,22 y se estableció su obligatoriedad en los mismos términos 

que lo hace el Contrato 803.23  

45. El Contrato 804 prevé una cláusula denominada “Buena Fe y Equidad”. Esta 

cláusula primeramente refiere que las partes actuaran conforme a las leyes y regulaciones 

 
19  Ver Contrato 804, cláusula quinta, Presupuesto Mínimo y Máximo del Contrato. C-0033-SPA  
20  Ver Contrato 804, cláusula 6.2, Forma de Pago. C-0033-SPA 
21  Ver Contrato 804, Anexo DE-3. C-0033-SPA 
22  Ver Contrato 804, cláusula décima octava, Finiquito. C-0033-SPA 
23  Supra §IV. A. i. 
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aplicables, así como a los principios de buena fe y equidad, replicando el denominado 

principio de obligatoriedad aplicable a todo contrato, por lo que su referencia en el Contrato 

804 es redundante.24 Igualmente, la cláusula alude a ciertas conductas intrínsecas a la buena 

fe aplicable a todo contrato sin que sea necesaria su referencia expresa. La inclusión de dicha 

cláusula no trastoca las conclusiones del suscrito en torno a la interpretación del clausulado 

del Contrato 804, ni de las consecuencias en torno a su terminación que se explican más 

adelante.  

46. Finalmente, la cláusula de jurisdicción pactada en el Contrato 804 es 

esencialmente idéntica a la del Contrato 803, ya que las partes se sometieron a la jurisdicción 

de los tribunales federales en la ciudad de Poza Rica de Hidalgo, estado de Veracruz. Dado 

que el Contrato 804 es un contrato administrativo regido por la Ley Pemex Abrogada, los 

tribunales competentes para resolver cualquier disputa relacionada con el mismo serían los 

tribunales federales en materia administrativa.  

ii. Análisis de la terminación del Contrato 804 y sus consecuencias 
patrimoniales 

47. De acuerdo a la información proporcionada, el Contrato 804 terminó por la 

conclusión natural de su vigencia (de igual manera que terminó el Contrato 803).  

48. A diferencia de lo sucedido a propósito del Contrato 803, al suscribir el finiquito, 

tanto MWS como Bisell se reservaron el derecho para reclamar ciertos gastos no 

recuperables, así como el pago del 40% del monto total del Contrato (i.e. el presupuesto 

mínimo pactado en el Contrato 804).  

 
24  El principio de obligatoriedad de los contratos se encuentra expresamente reconocido en el artículo 1796 
del CCF, “Los contratos se perfeccionan por el mero consentimiento, excepto aquellos que deben revestir una 
forma establecida por la ley. Desde que se perfeccionan obligan a los contratantes, no sólo al cumplimiento de 
lo expresamente pactado, sino también a las consecuencias que, según su naturaleza, son conforme a la buena 
fe, al uso o a la ley.” JAH-0012 
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49. Resulta discutible que MWS y Bisell tuvieran derecho a reclamar el pago íntegro 

del presupuesto mínimo del Contrato 804, ya que eso implicaría obligar a PEP a pagar por 

trabajos no ejecutados. En todo caso, MWS y Bisell pudieron reclamar la emisión de órdenes 

de trabajo adicionales por parte de PEP para alcanzar el presupuesto mínimo, de manera que 

ésta quedara obligada a pagar por trabajos efectivamente realizados.  

50. Con independencia de lo anterior, las pretensiones indemnizatorias de MWS y 

Bisell conforme a ley mexicana en ningún momento podrían ser iguales al presupuesto 

mínimo, que equivale a un precio que refleja tanto los costos totales como la utilidad asociada 

a la realización de los trabajos.  

51. Ahora bien, las ganancias que las contratistas hubieran percibido de haberse 

ejecutado el Contrato 804 no son iguales al monto del presupuesto mínimo pactado en él. 

Como indicamos, el presupuesto mínimo se ejercería a través de trabajos que PEP pagaría 

con base en el catálogo de precios unitarios del anexo DE-3, los cuales incluyen un 

componente de utilidad –que sería propiamente la ganancia que percibirían las contratistas– 

y también un componente de costos o gastos que se requerirían para la realización de los 

trabajos.  

52. Atento a lo anterior, en opinión del suscrito, las ganancias lícitas que hubieran 

percibido las contratistas en caso de haberse ejercido el presupuesto mínimo del Contrato 804 

se limitan al componente de utilidad asociado a los precios unitarios, pero en ningún caso 

pueden reputarse como perjuicios o ganancias no percibidas la totalidad del monto del 

presupuesto mínimo. La cuantificación de la utilidad correspondiente al presupuesto mínimo 

conforme a los precios unitarios acordados es un ejercicio técnico que escapa el objeto del 

presente Informe.  
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C. El Contrato 821 

i. Análisis de las cláusulas relevantes del Contrato 821 

53. En términos del Contrato 821, Finley Resources, Inc. (“Finley”), Drake-Mesa, S. 

de R.L. de C.V. (“Drake-Mesa”) y Drake-Finley, S. de R.L. de C.V. (“Drake-Finley”) se 

obligaron a ejecutar trabajos denominados contractualmente como “trabajos integrales de 

perforación y terminación de pozos terrestres en las regiones norte y sur de PEP”25, que las 

contratistas habrían de ejecutar en términos de las órdenes de trabajo que en su caso emitiera 

PEP. Igual que en el Contrato 804, en el Contrato 821 las partes pactaron un “Periodo de 

Ejecución” –idéntico al denominado “Plazo de Ejecución” establecido en los otros 

Contratos– que transcurriría del 1 de marzo de 2014 al 31 de diciembre de 2017, dentro del 

cual se emitirían las órdenes de trabajo objeto del Contrato 821. Dicho plazo se prorrogó en 

términos de distintos convenios modificatorios suscritos entre las partes. Como en el 

Contrato 804, el Contrato 821 establece que cada orden de trabajo estaría sujeto a un plazo 

de ejecución y a condiciones de pago independientes. 

54. Nuevamente replicando al Contrato 804, el Contrato 821 prevé un presupuesto 

mínimo y un presupuesto máximo, aclarando expresamente que PEP no se encontraba 

obligada a ejercer el segundo. El presupuesto mínimo del Contrato 821 era de USD 

$168,911,201.10, mientras que el presupuesto máximo era de USD $418,303,621.55, 

atendiendo a los precios en dólares americanos homologados y acordados en el propio 

Contrato 821.26  

55. El Periodo de Ejecución constituye un plazo para la emisión de las órdenes de 

trabajo objeto del Contrato 821. Bajo Derecho mexicano, el plazo siempre se presume 

 
25  Ver Contrato 821, cláusula 2, Objeto del Contrato. C-0034-SPA 
26  Ver Contrato 821, cláusula 5, Importe Mínimo y Máximo del Contrato. C-0034-SPA 
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establecido en favor del deudor, salvo que exista un pacto en contrario.27 La conclusión de 

este principio es que el deudor no puede ser obligado a pagar o cumplir con sus obligaciones 

contractuales de manera anticipada.  

56.  En el Contrato 821, así como en los documentos que tuve a la vista, no se 

identifica ningún señalamiento que establezca que el Periodo de Ejecución no se pactó en 

favor de PEP. Por lo tanto, PEP válidamente podía utilizar todo el Periodo de Ejecución para 

emitir las órdenes de trabajo que requiriese, sin que las contratistas pudieran exigirle que 

emitiera ordenes de trabajo antes de que feneciera dicho Periodo de Ejecución. 

57. El Contrato 821 contiene una cláusula de “Buena Fe y Equidad” que es 

esencialmente la misma a la pactada en el Contrato 804.28 Las conclusiones del suscrito en 

torno a dicha cláusula son las mismas en ambos casos, por lo que remitimos al Tribunal 

Arbitral a lo referido anteriormente en referencia al Contrato 804.29 

58. Conforme a lo pactado, las controversias relacionadas con el Contrato 821 debían 

resolverse mediante un arbitraje comercial tramitado bajo las reglas de la Cámara de 

Comercial Internacional, cuya sede sería la Ciudad de México.30  

59. Por último, en concordancia con el régimen contractual administrativo aplicable, 

el Contrato 821 prevé la facultad de PEP de rescindirlo administrativamente, de manera 

unilateral y sin necesidad de una declaración judicial previa.31 El derecho de PEP de rescindir 

 
27  CCF, artículo 1958, “El plazo se presume establecido en favor del deudor, a menos que resulte, de la 
estipulación o de las circunstancias, que ha sido establecido en favor del acreedor o de las dos partes.” JAH-
0012 
28  Ver Contrato 821, cláusula 3, Buena Fe y Equidad. C-0034-SPA 
29  Supra §IV. B. i. 
30  Ver Contrato 821, cláusula 47.2, Arbitraje. C-0034-SPA 
31  Ver Contrato 821, cláusula 15.1 y 15.2, Rescisión Administrativa y Procedimiento de Rescisión 
Administrativa. C-0034-SPA 
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administrativamente el Contrato 821 se actualizaría en caso de que las contratistas se 

colocaran en cualquiera de los supuestos previstos en la cláusula 15.1 del Contrato 821.32  

60. Una vez ejecutada la rescisión administrativa, el Contrato 821 ordenaba que las 

controversias suscitadas con motivo de la rescisión administrativa del contrato se dirimirían 

ante los tribunales federales en materia administrativa, con sede en la Ciudad de México.33  

ii. Análisis de la terminación del Contrato 821 y sus consecuencias 
patrimoniales 

61. A diferencia de lo sucedido con los Contratos 803 y 804, el Contrato 821 no 

terminó al concluir su vigencia natural. El Contrato 821 fue rescindido administrativamente 

por PEP. De acuerdo al oficio No. PEP-DG-SSE-750-2017, PEP fundó la rescisión 

administrativa del Contrato 821 en las siguientes causales: (i) la abstención de las contratistas 

de acatar las órdenes por escrito del Residente de Obra y (ii) el incumplimiento por parte de 

las contratistas a otras obligaciones del Contrato 821, distintas a aquella en la que se fundó 

la causal anterior.34 En este entendido, de actualizarse los supuestos aducidos por PEP, la 

rescisión administrativa del Contrato 821 resulta válida conforme a Derecho mexicano.  

62. En efecto, todas las causales invocadas por PEP tienen fundamento expreso en la 

cláusula 15.1 del Contrato 821. Asimismo, las propias DACS reconocen que la actualización 

de una causal de rescisión contractualmente estipulada, así como el incumplimiento a las 

 
32  La posibilidad de rescindir administrativamente un contrato con base en las causales contractualmente 
pactadas es coincidente con lo establecido en el artículo 70 de las DACS, que expresamente señala que tanto el 
incumplimiento de las obligaciones asumidas en el contrato como “cualquier otra [causal] que se estipule en el 
contrato”, serán causales suficientes para justificar que Pemex o sus subsidiarias rescindan administrativamente 
un contrato.  
33  Ver Contrato 821, cláusula 47.3, Jurisdicción. C-0034-SPA 
34  Los incumplimientos citados por PEP incluyen los incumplimientos a las cláusulas 2, 19, Anexo DT-2 
y Anexo DT-6, así como la cláusula 48 y el Anexo PACMA relacionado con aquélla.  
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obligaciones contenidas en el contrato de que se trate, son razones válidas y suficientes para 

fundar la rescisión administrativa de un contrato.35 

63. Ante el incumplimiento de las contratistas, y la debida rescisión del Contrato 821, 

no existe una conducta reprochable o generadora de daños y perjuicios a cargo de PEP. Por 

lo mismo, PEP no estaría obligada a pagar los daños –costos y gastos– ni los perjuicios –

ganancias asociadas al monto pendiente por ejercer dentro del Periodo de Ejecución– 

resultantes de la rescisión del Contrato 821.  

V. MARCO TEÓRICO DE LOS JUICIOS CIVILES Y ADMINISTRATIVOS EN 
MÉXICO 

A. Juicios ordinarios civiles  

i. Composición orgánica 

64. Para mejor referencia del Tribunal Arbitral, a continuación presento un esquema 

que sintetiza la composición orgánica del Poder Judicial de la Federación y los juicios o 

recursos de los que conoce cada tribunal:  

 
35  Ver DACS, art. 79. JAH-0005 
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ii. Juicio de primera instancia 

65. En México, las controversias civiles pueden dirimirse en fuero federal o local. La 

elección de presentar la demanda inicial en uno u otro fuero dependerá de si las partes se 

someten expresamente a uno en particular –sea local o federal–, solo los jueces de dicho 

fuero serán competentes para conocer de la demanda.36 

66. Los Juzgados de Distrito de cada circuito37 son los tribunales competentes para 

conocer de las demandas promovidas en esta la vía ordinaria civil en el fuero federal. Existe 

un sistema computarizado de “turno” que aleatoriamente asigna la demanda a un Juzgado de 

Distrito en el circuito en que es promovida. Una vez que la demanda es turnada, el juez puede 

admitirla, desecharla o prevenir al actor, a efecto de que aclare, corrija o complete la demanda 

 
36  Ver jurisprudencia de la Primera Sala de la SCJN con número de registro 164576, Jurisdicción 
concurrente. Si en el contrato mercantil las partes no especifican el fuero del tribunal a cuya competencia se 
someten, debe quedar a salvo su derecho para acudir a la potestad jurisdiccional del tribunal federal o local 
de su elección. JAH-0013 
37  Así se denomina el área geográfica en la que los tribunales del Poder Judicial de la Federación pueden 
ejercer su jurisdicción. En México, actualmente hay 32 circuitos.  
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en caso de que sea oscura o irregular.38 El Juez de Distrito puede desechar la demanda, entre 

otras cosas, por carecer de competencia para conocer del asunto.39  

67. Si la demanda es admitida, el Juez de Distrito ordenará que se lleve a cabo el 

“emplazamiento”, es decir, la notificación a la parte demandada de la existencia de una 

demanda en su contra. A partir de esta notificación, comienza a correr el plazo para que la 

parte demandada conteste la demanda.40  

68. Mediante el escrito de contestación de demanda, el demandado debe responder 

todos los hechos y debe oponer todas las excepciones, tanto sustantivas como procesales, que 

a su derecho convenga.41 Las excepciones procesales –que están dirigidas a impugnar 

aspectos jurisdiccionales y procesales–42 se denominan en la doctrina jurídica como “de 

previo y especial pronunciamiento”,43 por lo que se resuelven de manera previa al dictado de 

la sentencia y tienen como principal efecto la suspensión del procedimiento mientras son 

resueltas. Lo anterior, dado que no guardan relación con el fondo del asunto y pueden 

conllevar a que se termine el juicio sin necesidad de un análisis sustantivo de la controversia.  

69. Una vez contestada la demanda, inicia la etapa probatoria en donde se desahogan 

todas las pruebas aportadas en el juicio.44 Concluida la etapa probatoria, las partes tienen la 

 
38  Ver Código Federal de Procedimientos Civiles (“CFPC”), artículo 325. RZ-002 
39  Ver CFPC, artículo 14. RZ-002 
40  Ver CFPC, artículo 327. RZ-002 
41  Ver CFPC, artículo 329. Ver Ovalle, José, Teoría General del Proceso, 6° ed., Oxford, México p. 174. 
“Por excepción se endiente el derecho subjetivo procesal que tiene el demandado para contradecir u oponerse 
a la acción o la pretensión hechas valer por la parte actora.” JAH-0014 
42  Ibid., p. 174. 
43  Ver CFPC, artículo 334. RZ-002 
44  Ver CFPC, artículo 337. RZ-002 
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posibilidad de presentar alegatos45 y posteriormente, el juez dictará sentencia definitiva,46 en 

la que podrá condenar o absolver, en todo o en parte, al demandado.47 

iii. Recursos 

70. Las partes pueden impugnar las resoluciones del juez a través de los denominados 

recursos de apelación o de revocación, dependiendo la naturaleza de la resolución. Los 

recursos son medios de impugnación que se interponen en contra de las resoluciones emitidas 

por el juez dentro del juicio y de la sentencia. Los recursos tienen como característica 

principal que son interpuestos y resueltos dentro del mismo proceso y se catalogan 

dependiendo de la naturaleza de las resoluciones que pretenden combatir. 

71.  Así, dentro de un juicio civil las partes pueden interponer recursos de apelación 

o de revocación. El recurso de apelación es procedente contra (i) la sentencia definitiva que 

pone fin al juicio dictada por el Juez de Distrito, y (ii) contra los autos o acuerdos –como se 

les conoce a las resoluciones dictadas dentro del proceso distintas a la sentencia, que no 

ponen fin al mismo– que expresamente se prevén en el CFPC. Por ejemplo, el CFPC 

establece que el recurso de apelación procede contra el acuerdo o auto en el que se deseche 

la demanda.48  

72. La apelación debe interponerse ante el Juzgado de Distrito que haya emitido la 

resolución dentro de los cinco días siguientes de que surta efectos, en el caso de sentencias, 

o tres días, en caso de resoluciones dictadas dentro del juicio.49 El Juzgado de Distrito deberá 

 
45  Ver CFPC, artículo 334. RZ-002 
46  Ver CFPC, artículo 347. RZ-002 
47  Ver CFPC, artículo 348. RZ-002 
48  Supra §V. A. ii. 
49  Ver CFPC, artículo 241. RZ-002 
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remitir el recurso a los tribunales de apelación, esto es, a los Tribunales Unitarios de 

Circuito.50  

73. Por su parte, el recurso de revocación es procedente contra aquellas resoluciones 

que, por exclusión, no puedan ser impugnadas a través del recurso de apelación y será 

resuelto por el mismo juez que dictó la resolución impugnada.51 La revocación debe ser 

interpuesta a más tardar al día hábil siguiente al que la parte haya sido notificada de la 

resolución.52Admitido el recurso de revocación, la contraparte tendrá un plazo de tres días 

hábiles para manifestarse al respecto y, posteriormente, el Juez de Distrito resolverá sobre el 

recurso.53  

iv. Incidentes 

74. Asimismo, durante la tramitación del juicio las partes pueden promover 

incidentes. Los incidentes son procedimientos que se siguen dentro del mismo proceso54 para 

resolver cuestiones accesorias relacionadas con el juicio principal.55 El mismo Juez de 

Distrito es quien conoce y resuelve los incidentes a través de las llamadas sentencias 

interlocutorias.56 Cuando el incidente tiene por objeto resolver una cuestión que 

naturalmente debe ser resuelta antes de que se emita la sentencia del juicio principal, éste se 

suspenderá hasta que se resuelva el incidente.57  

75. El procedimiento incidental se lleva de forma similar a un procedimiento 

principal, la contraparte tiene la oportunidad de responder el escrito por el que se promovió 

 
50  Ver CFPC, artículo 242. RZ-002 
51  Ver CFPC, artículos 227 y 231. RZ-002 
52  Ver CFPC, artículo 228. RZ-002 
53  Ver CFPC, artículo 229. RZ-002 
54  Ovalle, José, Teoría General del Proceso, p. 308. JAH-0014 
55  Ver CFPC, artículo 358. RZ-002 
56  Ovalle, José, Teoría General del Proceso, p. 296. “[…] dos tipos de sentencias: interlocutorias, cuando 
resuelven un incidente, y definitivas, cuando resuelven el litigio principal.” JAH-0014 
57  Ver CFPC, artículo 359. RZ-002 
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el incidente así como de ofrecer pruebas.58 En caso de que el juez considere que dichas 

pruebas son necesarias, se continua con una etapa probatoria y éstas se desahogan en una 

audiencia ante el juez,59 en la que se permite a las partes exponer sus alegatos o 

conclusiones.60 Posteriormente, el juez debe emitir su resolución –una sentencia 

interlocutoria– que resuelve el incidente.61 

v. Juicio de segunda instancia 

76. Una vez que el Juez de Distrito dicta la sentencia definitiva por la cual se resuelve 

la litis y se pone fin al juicio de primera instancia, las partes pueden promover un recurso de 

apelación en contra de dicha sentencia.62 El recurso de apelación es resuelto por el Tribunal 

Unitario designado mediante turno, y el sentido de su resolución será confirmar, revocar o 

modificar la sentencia de primera instancia. La sentencia emitida por el Tribunal Unitario 

normalmente se conoce como sentencia de segunda instancia y sustituirá la de primera 

instancia dictada por el Juez de Distrito.63  

vi. Juicio de amparo 

77. En el sistema jurídico mexicano existe el denominado juicio de amparo. El juicio 

de amparo es un procedimiento en el que puede impugnarse la constitucionalidad de 

cualquier acto de autoridad. Por la naturaleza de los actos que se impugnan, el juicio de 

amparo puede ser directo o indirecto. El amparo indirecto es aquel que se promueve en caso 

de que se impugne una resolución distinta a una sentencia definitiva, que cause una afectación 

de imposible reparación.64 Si el amparo indirecto se promueve contra una resolución de un 

 
58  Ver CFPC, artículo 360. RZ-002 
59  Ídem. 
60  Ver CFPC, artículo 361. RZ-002 
61  Ídem. 
62  Supra §V. A. iii. 
63  Ver CFPC, artículo 258. RZ-002 
64  Ver Ley de Amparo, artículo 107, fracción II. RZ-003 
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Juez de Distrito, el amparo es conocido y resuelto por otro Juzgado de Distrito, si el amparo 

se promueve contra una resolución de un Tribunal Unitario, lo resolverá otro Tribunal 

Unitario.65 En cambio, el amparo directo procede contra sentencias definitivas y es resuelto 

por Tribunales Colegiados de Circuito.66 La demanda de amparo debe presentarse dentro del 

plazo de quince días a partir del día siguiente en que el acto impugnado fue notificado a la 

parte que lo promueve (llamado quejoso).67 

78. El juicio de amparo permite al quejoso solicitar una medida cautelar conocida 

como suspensión, mediante la cual el juez o tribunal ordena que se suspendan los efectos del 

acto de autoridad impugnado hasta en tanto el amparo y sus medios de impugnación se 

resuelvan definitivamente.68 Para la procedencia de la suspensión, el juez de amparo solo 

requiere realizar un análisis prima facie de la controversia que se le presenta.  

79. Dentro del juicio de amparo indirecto, las partes tienen oportunidad de 

presentar pruebas que se desahogan en una audiencia y de expresar alegatos. En esta 

audiencia, el Juez de Distrito –en su carácter de juez de amparo– dicta sentencia definitiva 

en la que determina si se concede o no el amparo al quejoso contra el acto reclamado. Por su 

parte, en la sustanciación del amparo directo, las partes solo tienen oportunidad de expresar 

alegatos o presentar un amparo adhesivo –si la parte es tercera al juicio, pero tiene interés en 

el resultado y quiere fortalecer las razones que sustentan la sentencia de segunda instancia 

que resultó favorable a sus intereses–.69  

 
65  Ver Ley de Amparo, artículos 36 y 38. RZ-003 
66  Ver Ley de Amparo, artículo 170. RZ-003 
67  Ver Ley de Amparo, artículo 182. RZ-003 
68  Ver Ley de Amparo, artículo 125. RZ-003 
69  Ver Ley de Amparo, artículo 181. RZ-003 
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80. El Tribunal Colegiado resuelve el juicio de amparo directo a través de una 

sentencia que es redactada o “proyectada” por uno de los tres magistrados del tribunal, que 

se discute en una sesión en la que participan todos los magistrados y en la cual determinan 

de forma unánime o por mayoría si se concede o no el amparo solicitado.70 En caso de que 

la sentencia de amparo directo determine la modificación o revocación de la sentencia dictada 

en segunda instancia, el Tribunal Colegiado establecerá los lineamientos que deberán ser 

considerados por el tribunal de apelación para que, con plenitud de jurisdicción, emita una 

nueva sentencia. Esto es usualmente conocido como “amparo para efectos”.  

81. Una vez que se dicta sentencia definitiva en el juicio de amparo, las partes 

tienen la oportunidad de promover un recurso de revisión. En el caso de juicios de amparo 

indirecto, los recursos de revisión son conocidos por los Tribunales Colegiados de Circuito. 

En el caso de juicios de amparo directo, el recurso de revisión es un medio de impugnación 

de carácter excepcional, pues únicamente es procedente cuando, a juicio de la SCJN, el 

asunto revista un interés excepcional en materia constitucional o de derechos humanos. El 

recurso es normalmente resuelto por alguna de las dos salas de la SCJN –compuesta cada una 

por cinco ministros–, dependiendo de la materia del asunto.71 

B. Juicios administrativos 

i. Composición orgánica 

82. Para mejor referencia del Tribunal Arbitral, a continuación presento un esquema 

que sintetiza la composición orgánica del TFJA y las instancias que se siguen en los juicios 

administrativos: 

 
70  Ver Ley de Amparo, artículos 184 a 186. RZ-003 
71  Ver Ley de Amparo, artículo 81, fracción II. RZ-003 
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ii. Primera instancia 

83. El Tribunal Federal de Justicia Administrativa72 (“TFJA”) es competente para 

conocer los juicios que se promuevan contra las resoluciones definitivas, actos 

administrativos y procedimientos previstos en la Ley Orgánica del Tribunal Federal de 

Justicia Administrativa.73 Entre los supuestos de competencia previstos por dicha ley, se 

encuentran las resoluciones, actos y procedimientos relacionados con la interpretación y 

cumplimiento de contratos públicos, de obra pública, adquisiciones, arrendamientos y 

servicios celebrados por las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal 

centralizada y paraestatal –como lo era Pemex antes de la Reforma Energética–, las empresas 

productivas del Estado, así como las que estén bajo responsabilidad de los entes públicos.74 

 
72  Antes de la publicación con fecha 18 de julio de 2016 de la Ley Orgánica del TFJA en el Diario Oficial 
de la Federación, dicho tribunal se denominaba Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.  
73  Ver Ley Orgánica del TFJA, Artículo 3. JAH-0015 
74  Ver Ley Orgánica del TFJA artículo 3, fracción VIII. JAH-0015 

Suprema Corte de Justicia de la Nación
Amparo directo en revisión, recursos de 

reclamación. 

Tribunal Colegiado de Circuito en 
Materia Administrativa

Amparo directo promovido por el particular 
contra la sentencia dictada en el juicio de 

nulidad, recurso de revisión promovido por 
la autoridad contra dicha sentencia.

Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa

Primera instancia del procedimiento 
contencioso administrativo (juicio de 

nulidad).
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84. La demanda en la que se solicite la nulidad del acto, resolución o procedimiento 

–comúnmente denominada demanda de nulidad– debe presentarse ante el TFJA en un plazo 

de 30 días a partir de que, entre otros supuestos, haya surtido efectos la notificación de la 

resolución impugnada o el acto impugnado haya iniciado su vigencia.75 La demanda se 

designa aleatoriamente a una Sala Regional del TFJA por razón de territorio, la cual estará a 

cargo de tramitar el juicio contencioso y resolver sobre la demanda.76 

85. Una vez que se admite la demanda, se notifica a la autoridad que emitió el acto o 

resolución administrativa impugnada para que conteste a la demanda en un plazo de treinta 

días a partir que surta efectos la notificación.77 En su contestación de demanda, la autoridad 

demandada debe promover cualquier incidente de previo y especial pronunciamiento que 

pueda hacer valer en relación a la demanda planteada, entre los que se encuentran: (i) la 

incompetencia por materia, (ii) la acumulación de juicios, (iii) la nulidad de notificaciones, 

y (iv) la recusación por causa de impedimento. Estos incidentes suspenden el procedimiento 

mientras son resueltos por la misma Sala Regional.78  

86. Durante el juicio administrativo, las partes tienen oportunidad de ofrecer las 

pruebas que estimen necesarias para demostrar sus pretensiones.79 Una vez desahogada y 

valoradas las pruebas ofrecidas por las partes, éstas tendrán un plazo de cinco días para 

formular alegatos y, posteriormente, se dará por terminada la tramitación de juicio –cierre de 

instrucción– y la Sala Regional procederá a dictar sentencia.80  

 
75  Ver Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo (“LFPCA”), artículo 13. RZ-004 
76  Ver LFPCA, artículo 30. RZ-004 
77  Ver LFPCA, artículo 19. RZ-004 
78  Ver LFPCA, artículo 39. RZ-004 
79  Ver LFPCA, artículo 40. RZ-004 
80  Ver LFPCA, artículo 47. RZ-004 
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iii. Facultad de Atracción 

87. El Pleno o las secciones del TFJA cuentan con una facultad de atracción, que les 

permite asumir el conocimiento de juicios que revistan características especiales. Para 

ejercerla, se requiere que estos juicios: (i) se consideren de interés y trascendencia por su 

materia, conceptos de impugnación o cuantía, o (ii) para su resolución sea necesario 

establecer un nuevo criterio de interpretación.81 La solicitud para la facultad de atracción 

debe presentarse por la Sala Regional o el magistrado instructor encargado del asunto antes 

del cierre de la instrucción.82 

iv.  Recursos 

88. Dentro del juicio administrativo, las partes pueden promover recurso de 

reclamación y de revisión para impugnar las resoluciones de la Sala Regional que conoce de 

la demanda de nulidad. El recurso de reclamación es procedente contra las resoluciones que 

(i) admitan, desechen o tengan por no presentada la demanda, la contestación, la ampliación 

de ambas o alguna prueba, (ii) decreten o nieguen el sobreseimiento del juicio antes del cierre 

de instrucción, y (iii) admitan o rechacen la intervención de una parte tercera.83 La 

reclamación se interpone ante la Sala o Sección respectiva dentro de los diez días siguientes 

a aquel en que surta efectos la notificación de la resolución impugnada y es resuelta por la 

misma Sala o Sección.84  

89. En cambio, el recurso de revisión solo puede ser promovido por la autoridad 

demandada y procede, entre otros supuestos, contra las resoluciones emitidas por las 

Secciones de la Sala Superior o por las Salas Regionales que decreten o nieguen el 

 
81  Ver LFPCA, artículo 48. RZ-004 
82  Id. 
83  Ver LFPCA, artículo 59. RZ-004 
84  Id. 
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sobreseimiento, o contra las sentencias definitivas en las que se resuelva sobre la demanda 

de nulidad y se ponga fin al juicio.85 El recurso de revisión es conocido por un Tribunal 

Colegiado de Circuito en la sede del Pleno, Sección o Sala Regional del TFJA que conoce 

originalmente del juicio. El recurso de revisión se presenta ante la autoridad que emitió la 

resolución o sentencia, dentro de los quince días siguientes a aquel en que surta sus efectos 

la notificación respectiva.86 Todas las partes que hayan intervenido en el juicio contencioso 

administrativo deben ser notificadas de la revisión interpuesta, a efecto de que comparezcan 

ante el tribunal colegiado a defender sus derechos. 

v. Juicio de amparo 

90. Mientras que las autoridades demandadas tienen el recurso de revisión, los 

particulares que hayan sido parte del procedimiento contencioso administrativo también 

pueden impugnar la sentencia definitiva, a través de una demanda de amparo directo.87 Un 

Tribunal Colegiado de Circuito en Materia Administrativa es competente para conocer de 

una demanda de amparo directo. La demanda de amparo debe ser presentada por el quejoso 

ante la Sala Regional o Sección del TFJA que dictó la sentencia, dentro de los quince días 

siguientes a aquel en que surta sus efectos su notificación.88 Al igual que en los juicios civiles, 

las partes del juicio de amparo directo podrán promover un recurso de revisión ante la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación contra la sentencia que resuelva dicho amparo, sin 

embargo, la admisión de esta revisión está sujeta a los requisitos extraordinarios establecidos 

para tal efecto.89   

 
85  Ver LFPCA, artículo 63. RZ-004 
86  Id. 
87  Supra §V. A. iv.  
88  Ver LFPCA, artículo 63. RZ-004 
89  Supra ¶81. 
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VI. JUICIOS CIVILES Y ADMINISTRATIVOS DERIVADOS DE LOS 
CONTRATOS CELEBRADOS ENTRE PEP Y LAS DEMANDANTES 

A. Juicio derivado del Contrato 803 

i. Juicio ordinario civil 75/2015 

91. Con fecha 13 de octubre de 2015, Bisell y MWS Management presentaron una 

demanda contra PEP en la vía ordinaria civil frente a los Juzgados de Distrito en el Estado 

de Veracruz, en la que exigieron el pago de, entre otras, las siguientes prestaciones: (i) USD 

$13,736,540.15 por el costo diario de los equipos que estuvieron disponibles dentro de la 

vigencia del Contrato 803 y que no fueron utilizados, (ii) USD $1,713,286.32 por gastos del 

personal disponible dentro de la vigencia del Contrato 803, (iii) USD $2,576,286.28 por 

concepto de utilidad derivada del monto no ejercido del Contrato 803, (iv) USD $146,335.08 

por el costo del financiamiento previsto en el anexo G-1 del Contrato 803, y (v) USD 

$237,062.06 por concepto de cargos adicionales.90 La demanda fue turnada al Juez Décimo 

Primero de Distrito en Veracruz (“11° JD”). Mediante resolución dictada el 15 de octubre de 

2015, el 11° JD determinó desechar la demanda al considerar que la vía planteada por las 

actoras era improcedente y que, en su lugar, la demanda debió promoverse en el juicio 

contencioso administrativo.91 

92. Contra esta resolución, con fecha 20 de noviembre de 2015 Bisell y MWS 

Management interpusieron un recurso de apelación en el que alegaron que la naturaleza de 

la acción legal ejercida contra PEP era de naturaleza civil, por lo que la vía ordinaria civil 

elegida era la correcta.92 El recurso de apelación fue turnado al Cuarto Tribunal Unitario del 

Séptimo Circuito (“4° TUC”), mismo que con fecha 30 de diciembre de 2015 dictó sentencia 

 
90  Acuerdo de desechamiento del 15 de octubre de 2015, juicio ordinario civil 75/2015. JAH-0016 
91  Acuerdo de desechamiento del 15 de octubre de 2015, juicio ordinario civil 75/2015. JAH-0016 
92  Primera Sentencia de Apelación CP-803, pp. 6-7. RZ-007 
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en la que resolvió como fundado el recurso de apelación presentado por las actoras, 

revocando el acuerdo de desechamiento y ordenando la admisión de la demanda en la vía 

ordinaria civil.93 En cumplimiento a esta sentencia, con fecha 6 de enero de 2016 el 11° JD 

admitió la demanda y ordenó que se emplazara a PEP –se le notificara de la demanda 

promovida en su contra–.94 A partir de su emplazamiento, PEP contó con un plazo de 9 días 

hábiles para dar contestación a la demanda. 95 Cabe resaltar que PEP no había comparecido 

al juicio en ningún momento previo, visto su desconocimiento de dicha demanda. 

93. Al dar contestación, PEP opuso como excepción procesal la incompetencia por 

declinatoria del Juez 11° JD,96 en la que esencialmente argumentó que: (i) dado que PEP no 

tuvo conocimiento ni participó en la resolución del recurso de apelación por el 4° TUC –

porque aún no había sido notificado de la demanda–, aún no había sido oído y vencido en 

juicio respecto de la vía procedente y el juez competente, (ii) toda controversia derivada del 

Contrato 803 era de naturaleza administrativa, por lo que el tribunal competente para conocer 

de la demanda era el TFJA, y (iii) la resolución derivada de cierto proceso conciliatorio 

tramitado después de la terminación del Contrato 803 y el acta de finiquito, constituían actos 

administrativos que revelaban que el juicio debía tramitarse ante los tribunales 

administrativos.97  

94. Conforme al CFPC, esta excepción debía tramitarse como un incidente –esto es, 

como un procedimiento accesorio al juicio principal–.98 Con fecha 22 de enero de 2016, el 

 
93  Ibid., p. 14.  
94  Acuerdo de admisión del 6 de enero de 2016, juicio ordinario civil 75/2015. JAH-0017 
95  Id. 
96  De acuerdo con el artículo 34 del CFPC, las contiendas de competencia pueden promoverse por 
inhibitoria o por declinatoria. En el caso de esta última, la contienda es resuelta por el propio juez que conoce 
de la demanda, es decir, él mismo determina si es competente o no para conocer y resolver el juicio de primera 
instancia. 
97  Incidente de incompetencia por declinatoria promovido por PEP. JAH-0018 
98  Supra §V. A. iv.  
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11° JD admitió el incidente, concedió a las actoras un plazo de tres días para dar contestación 

a los argumentos de PEP y ordenó la suspensión del juicio.99 Si bien Bisell y MWS 

Management interpusieron un recurso de revocación que pretendía revocar la resolución del 

11° JD que admitió el incidente y suspendió el juicio, con fecha 2 de marzo de 2016 el Juez 

resolvió que dicho recurso era infundado, por lo que el incidente siguió su tramitación.100  

95. El incidente de incompetencia fue resuelto a través de la sentencia interlocutoria 

dictada con fecha 14 de julio de 2016, en la que el 11° JD coincidió con los argumentos 

expuestos por PEP para sostener que la vía procedente era la contenciosa administrativa y, a 

partir del nuevo panorama y pruebas aportadas por PEP, determinó declararse incompetente 

para conocer de la demanda.101 Con esta resolución, el 11° JD puso fin al juicio ordinario 

civil y ordenó que el expediente se remitiera a la Sala Regional del TFJA. 

96. Bisell y MWS Management interpusieron recurso de apelación contra la 

sentencia de fecha 14 de julio de 2016, mismo que fue turnado al 4° TUC. Sin embargo, el 

4° TUC advirtió que existían ciertos aspectos en el proceso de dictado de sentencia en la vía 

incidental que lo imposibilitaban para admitir a trámite el recurso de apelación, por lo que el 

expediente fue devuelto al 11° JD a efecto de que ordenara nuevamente el dictado de 

sentencia del incidente.102 Con fecha 21 de septiembre de 2016, el 11° JD dictó nuevamente 

la sentencia que resolvió el incidente de incompetencia y que reproducía en todos sus 

términos la sentencia de fecha 14 de julio de 2016.103  

 
99  Acuerdo del 22 de enero de 2016, juicio ordinario civil 75/2015. JAH-0019 
100  Sentencia interlocutoria del 2 de marzo de 2016, juicio ordinario civil 75/2015. JAH-0020 
101  Sentencia interlocutoria del 14 de julio de 2016, juicio ordinario civil 75/2015. JAH-0021 
102  Sentencia interlocutoria del 21 de septiembre de 2016, juicio ordinario civil 75/2015, p. 3. JAH-0022 
103  Sentencia interlocutoria del 21 de septiembre de 2016, juicio ordinario civil 75/2015. JAH-0022 
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97. El recurso de apelación de las actoras contra esta nueva sentencia fue admitido 

por el 4° TUC el 18 de octubre de 2016.104 Mientras se tramitaba este recurso de apelación, 

el juicio ordinario civil permaneció suspendido en virtud de que el sentido de la sentencia 

desestimó la vía intentada. Con fecha 26 de enero de 2017, el 4° TUC determinó que la 

apelación era fundada, revocando así la sentencia interlocutoria del 21 de septiembre de 2016 

en la que el 11° JD se declaró incompetente para conocer del juicio.105  

98. Contra dicha resolución, PEP promovió una demanda de amparo indirecto –

recurso extraordinario y constitucional–, de la cual conoció el Primer Tribunal Unitario del 

Séptimo Circuito (“1° TUC”). En su demanda de amparo, Pemex solicitó la suspensión 

definitiva del acto reclamado que, al consistir en la sentencia del 4° TUC, implicaba que el 

juicio ordinario civil seguiría suspendido.106 Bisel y MWS pudieron haber impugnado la 

concesión de la suspensión definitiva a través de un recurso de revisión y así lograr que se 

reanudara el procedimiento pero, hasta donde es del conocimiento del suscrito, las 

Demandantes se abstuvieron de presentar dicho recurso.  

99. Mediante sentencia dictada el 2 de mayo de 2017, el 1° TUC consideró que la vía 

debía determinarse con base en la naturaleza de la acción intentada –falta de pago– y no del 

documento en el cual se funde la demanda, por lo que rechazó los argumentos de PEP, negó 

el amparo y confirmó la sentencia dictada por el 4° TUC.107 PEP interpuso un recurso de 

revisión contra la sentencia de amparo, el cual fue conocido y resuelto por el Primer Tribunal 

Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito (“1° TCC”).108 Durante la sustanciación de 

 
104  Ver SISE 36/2016. RZ-011 
105  Sentencia de Amparo CP-803, pp. 1 y 2. RZ-008  
106  Ver SISE 4/2017. RZ-012 
107  Sentencia de Amparo CP-803, p. 28. RZ-008 
108  Sentencia en Revisión CP-803. RZ-013 
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este recurso, la suspensión definitiva permaneció vigente, es decir, el juicio ordinario civil se 

mantuvo suspendido.  

100. Finalmente, con fecha 10 de mayo de 2018 el 1° TCC determinó que era 

infundado el recurso de revisión interpuesto por PEP, confirmando así la negativa de 

amparo.109 Con esta sentencia, se resolvió de forma firme y definitiva que el 11° JD era el 

juez competente para conocer de la demanda de Bisell y MWS Management y que el juicio 

debía tramitarse en la vía ordinaria civil. Por ello, con fecha 11 de junio de 2018, el 11° JD 

ordenó la reanudación del juicio, pues la suspensión definitiva otorgada a PEP en el juicio de 

amparo dejó de surtir efectos. 

101.  Cabe resaltar que, a la fecha en la que se llevó a cabo todo este procedimiento, 

la SCJN aún no había confirmado que toda controversia derivada de un contrato 

administrativo –i.e. falta de pago– debía dirimirse en la vía administrativa, con independencia 

de la naturaleza o tipo de acción reclamada. Para este momento, existían criterios aislados 

discrepantes que todavía no determinaban de forma definitiva y obligatoria la vía procedente.   

102. Reanudado el juicio ante el 11° JD, se confirmó que PEP contestó la demanda a 

tiempo, dio oportunidad a las actoras para dar réplica a la contestación de PEP y abrió el 

juicio a la etapa probatoria.110 Paralelamente, las actoras presentaron una ampliación a su 

demanda inicial, en la que reclamaron como prestaciones adicionales: (i) el pago de USD 

$21,449,986.20 como monto no ejercido bajo el Contrato 803 –es decir, el diferencial entre 

el monto ejercido y el monto pactado en el contrato–, y (ii) los gastos no recuperables 

derivados de la suspensión de 6 equipos.111 La ampliación fue admitida el 22 de agosto de 

 
109  Id. 
110  Ver SISE 75/2015, acuerdo del 3 de agosto de 2018. RZ-009 
111  Ampliación de demanda presentada el 19 de agosto de 2018, juicio ordinario civil 75/2015. JAH-0023 
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2018 por el 11° JD, quien a su vez ordenó que se emplazara a PEP para que ahora diera 

contestación a la ampliación de demanda. 

103. Las partes ofrecieron sus respectivas pruebas y el juicio continuó en la etapa 

probatoria, particularmente en el desahogo de las mismas. El suscrito ha identificado que el 

desahogo de la prueba pericial en materia de ingeniería se prolongó hasta diciembre de 2019, 

ya que el 11° JD determinó que era necesaria la designación de un perito tercero en discordia 

en materia de ingeniería ante la disparidad de lo sostenido por los peritos de las partes.112 

Esta práctica es ordinaria en las periciales que involucran un mayor nivel de conocimientos 

técnicos y especializados, ya que la ley mexicana prevé la facultad de los juzgadores de 

invocar esta figura en aquellos casos en los que los dictámenes rendidos por los peritos 

nombrados por las partes resultan esencialmente contradictorios.113  

104. De la síntesis del expediente que está disponible para acceso público, se 

desprende que tanto las actoras como PEP impugnaron diversas resoluciones dictadas 

durante la etapa de desahogo de pruebas.114 Particularmente, en diciembre de 2019 PEP 

presentó un recurso de apelación contra una determinación del 11° JD que desechaba algunas 

pruebas documentales previamente admitidas, lo que suspendió la tramitación del juicio 

principal hasta que la apelación fuera resuelta.115 La suspensión del procedimiento impidió 

 
112  Ver SISE 75/2015, por ejemplo, acuerdo del 11 de noviembre de 2019. RZ-009 
113  CFPC, artículo 152, “Rendidos los dictámenes, dentro de los tres días siguientes del últimamente 
presentado, los examinará el tribunal, y, si discordaren en alguno o algunos de los puntos esenciales sobre que 
debe versar el parecer pericial, mandará, de oficio, que, por notificación personal, se hagan del conocimiento 
del perito tercero, entregándole las copias de ellos, y previniéndole que, dentro del término que le señale, rinda 
el suyo. Si el término fijado no bastare, el tribunal podrá acordar, a petición del perito, que se le amplíe. El 
perito tercero no está obligado a adoptar alguna de las opiniones de los otros peritos.” RZ-002 
114  Ver SISE 75/2015. RZ-009 
115  Ver SISE 75/2015, acuerdo del 9 de enero de 2020. RZ-009 
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que se celebrara la audiencia de desahogo de pruebas que estaba programada para el 17 de 

enero de 2020, por lo que ésta fue aplazada.116  

105. Seguidamente, con motivo de la pandemia ocasionada por el virus SARS-CoV-

2 –conocida como COVID-19–, el Poder Judicial de la Federación (“PJF”) suspendió la 

totalidad de sus labores, deteniendo la continuación de plazos procesales y tramitación de 

juicios de todos los juzgados y tribunales a partir del 18 de marzo de 2020.117 En septiembre 

de 2020, el 11° JD reanudó el procedimiento, una vez que se levantó la suspensión general 

del funcionamiento del PJF derivada de la pandemia.118 Si bien Bisell y MWS Management 

presentaron un escrito de desistimiento de la demanda y acción con fecha 18 de marzo de 

2021, el 11° JD ordenó a través del acuerdo de fecha 22 de marzo de 2021 que su 

representante compareciera al Juzgado para ratificar el contenido de dicho desistimiento, 

cuestión que, hasta donde es de mi conocimiento, nunca fue realizado. Por ello, el 

desistimiento se tuvo por no presentado.119  

106. A partir de esta circunstancia, Bisell y MWS Management dejaron de impulsar 

el procedimiento, pues no existió ninguna petición, escrito o moción posterior tendiente a dar 

continuidad al juicio. Esto generó que, en octubre de 2021 el 11° JD decretara la caducidad 

de la instancia, lo cual implica que, ante la ausencia de solicitudes o escritos sustantivos de 

las partes, el juez extingue anticipadamente el proceso, de modo que todos los actos 

procesales que se hubieren realizado quedan sin efectos.120 

 
116  Ver SISE 75/2015, acuerdo del 17 de enero de 2020. RZ-009 
117  Acuerdo General 04/2020 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal (“CJF”). JAH-0024 
118  Ver SISE 75/2015, acuerdo del 28 de septiembre de 2020. RZ-009 
119  Escrito de las actoras y acuerdo del 22 de marzo de 2021, juicio ordinario civil 75/2015. JAH-0025 
120  Ovalle, José, Teoría General del Proceso, p. 289. JAH-0014 
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B. Juicios derivados del Contrato 804 

i. Juicio ordinario civil 120/2015 

107. Con fecha 8 de diciembre de 2015, Bisell y MWS Management presentaron una 

demanda contra PEP en la vía ordinaria civil frente a los Juzgados de Distrito en el Estado 

de Veracruz, en la que reclamaron el pago de USD $22,000,000.00 como monto mínimo no 

ejercido bajo el Contrato 804, junto con el pago de otros conceptos accesorios.121 Esta 

demanda también fue turnada al 11° JD, quien determinó desecharla a través de la resolución 

de fecha 9 de diciembre de 2015.122 Esencialmente, el 11° JD estimó que la vía civil era 

inadecuada para las pretensiones de las actoras, y que la demanda debió presentarse en la vía 

administrativa, en virtud de la naturaleza y objeto del Contrato 804.123   

108. Bisell y MWS Management interpusieron un recurso de apelación en contra de 

la resolución de fecha 9 de diciembre de 2015, en el que argumentaron –al igual que en el 

juicio ordinario civil 75/2015–124 que no se reunían los requisitos para que las prestaciones 

fueran demandadas en la vía administrativa y que la acción ejercida contra PEP era de 

naturaleza civil, por lo que la vía ordinaria civil propuesta sí era procedente.125 Con fecha 7 

de enero de 2016, el recurso de apelación fue admitido por el Tercer Tribunal Unitario del 

Séptimo Circuito (“3° TUC”), y con fecha 12 de febrero de 2016, el 3° TUC dictó sentencia 

en la que declaró infundada la apelación y confirmó el desechamiento de la demanda por 

considerar que la vía correcta era la administrativa y no la civil (contrario a lo sucedido en el 

juicio civil relacionado con el Contrato 803).126 

 
121  Acuerdo de desechamiento del 9 de diciembre de 2015, juicio ordinario civil 120/2015, p. 12. RZ-017 
122  Acuerdo de desechamiento del 9 de diciembre de 2015, juicio ordinario civil 120/2015. RZ-017 
123  Id. 
124  Supra §VI. A. i. 
125  Sentencia de Apelación CP-804. RZ-018 
126  Sentencia de Apelación CP-804. RZ-018 
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109. En marzo de 2016, las actoras presentaron una demanda de amparo directo contra 

la sentencia de segunda instancia, la cual fue turnada al 1° TCC. El Tribunal resolvió negar 

el amparo y, por ende, confirmó que la vía civil no era procedente a través de la sentencia 

dictada con fecha 7 de octubre de 2016.127 En esencia, el 1° TCC resaltó que Bisell y MWS 

Management impugnaron de forma deficiente la sentencia del 3° TUC, ya que sus 

argumentos se concentraban en sostener la competencia del 11° JD, en lugar de atacar las 

consideraciones expuestas por el Tribunal Unitario en torno a la procedencia de la vía. Con 

esta resolución, el desechamiento de la demanda derivada del Contrato 804 quedó firme.  

ii. Juicio administrativo 5403/19-17-06-5 

110. En marzo de 2019, Bisell y MWS Management presentaron una demanda en la 

vía contenciosa administrativa, la cual fue turnada a la Sexta Sala Regional Metropolitana 

del TFJA (“Sexta Sala”).128 En su demanda, las actoras destacaron como actos impugnados: 

(i) el incumplimiento de PEP al Contrato 804 en virtud de que no se ejerció el monto mínimo 

pactado, y (ii) el acta dictada en la audiencia de conciliación celebrada dentro del 

procedimiento conciliatorio número UR-DPEP-R-CONC-23/2018.129 Entre las autoridades 

demandadas, Bisell y MWS Management señalaron a la Secretaría de la Función Pública, la 

Unidad de Responsabilidades de Pemex, la Unidad de Responsabilidades en PEP, el Director 

General de Pemex, y el Director de PEP.  

111. Con fecha 11 de marzo de 2019, la Sexta Sala determinó desechar la demanda 

por notoriamente improcedente.130 Las actoras promovieron un recurso de reclamación 

contra este desechamiento, el cual resultó parcialmente fundado por lo que se ordenó la 

 
127  Sentencia de Amparo CP-804. RZ-016 
128  Escrito inicial de demanda, juicio administrativo 5403/19-17-06-5. JAH-0026 
129  Id. 
130  Oficio de fecha 2 de enero de 2020. RZ-021 
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admisión de la demanda únicamente en relación al primer acto impugnado, esto es, el 

incumplimiento del Contrato 804.131 La demanda quedó admitida en estos términos con fecha 

1° de octubre de 2019, por lo que la Sexta Sala ordenó emplazar a la Unidad de 

Responsabilidades en PEP como autoridad demandada.132  

112. Contra el acuerdo que admitió la demanda, la Unidad de Responsabilidades de 

PEP presentó un recurso de reclamación en el que impugnó su incorporación al juicio como 

autoridad demandada, ya que no había participado ni intervino en el Contrato 804. Si bien 

con fecha 4 de febrero de 2020 se tuvo por contestada la demanda por parte de la Unidad de 

Responsabilidades de PEP, la Sexta Sala determinó que no se pronunciaría sobre la 

contestación hasta que se resolviera el recurso de reclamación interpuesto contra la admisión 

de la demanda.133  

113. La Sexta Sala resolvió como parcialmente fundado el recurso de reclamación a 

través de la sentencia de fecha 20 de agosto de 2020, pues consideró que la autoridad 

demandada no podía ser el Área de Responsabilidades de la Delegación de la Unidad de 

Responsabilidades en PEP ya que esta no celebró el Contrato 804, por lo que, en su lugar, la 

autoridad demandada debía ser PEP. La Sexta Sala determinó revocar parcialmente el 

acuerdo del 1° de octubre de 2019 y emitir otro en el que se tuvo como autoridad demandada 

a PEP.  

114. En cumplimiento a lo anterior, con fecha 1 de diciembre de 2020, la Sexta Sala 

admitió la demanda contra PEP y admitió las pruebas ofrecidas por Bisell y MWS 

Management desde su escrito inicial. En marzo de 2021, una vez emplazado, PEP interpuso 

 
131  Oficio de fecha 2 de julio de 2019. RZ-019. Oficio de fecha 1 de octubre de 2019. RZ-020 
132  Id. 
133  Oficio de fecha 4 de febrero de 2020. RZ-022. 
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un recurso de reclamación contra dicho acuerdo, pues sostuvo que la admisión del expediente 

administrativo del procedimiento conciliatorio número UR-DPEP-R-CONC-23/2018 había 

sido ilegal.134 Como se mencionó,135 este recurso es procedente cuando se admite o desecha 

alguna prueba ofrecida dentro del juicio. El recurso fue resuelto como fundado en diciembre 

de 2021, ya que la Sexta Sala no admitió la demanda respecto del acta dictada durante dicho 

procedimiento conciliatorio –la impugnación a dicha acta fue desechada–, por lo que no era 

necesario requerirle a PEP la presentación del expediente administrativo derivado del 

mismo.136 

115. En febrero de 2022, la Sexta Sala tuvo por contestada la demanda por PEP, 

admitió las pruebas periciales ofrecidas y tuvo por cumplido el requerimiento que le fue 

formulado a PEP para la exhibición de dos expedientes administrativos.137 Si bien en el 

dictamen pericial sobre derecho mexicano de fecha 8 de junio de 2022 presentado por las 

Demandantes (el “Informe Zamora-Amézquita”) mencionaron que estas presentaron su 

desistimiento al juicio administrativo en marzo de 2021, esta fecha no coincide con su propia 

narración ni con las constancias del juicio a las que el suscrito ha tenido acceso.138 De acuerdo 

con el Boletín Electrónico del TFJA, el escrito de desistimiento del juicio administrativo fue 

presentado por Bisell y MWS Management el 3 de junio de 2022.139 El cual fue ratificado 

por comparecencia de 14 de junio de 2022. 

 
134  Oficio de fecha 18 de agosto de 2021. RZ-024. 
135  Supra §V. B. iv. 
136  Oficio de fecha 2 de diciembre de 2021. RZ-025 
137  Acuerdo del 17 de febrero de 2022, juicio administrativo 5403/19-17-06-5. JAH-0027 
138  Informe Zamora-Amézquita, ¶101.  
139  Boletín Electrónico del TFJA, acuerdo del 13 de julio de 2022. JAH-0028 



44 
 

C. Juicios derivados del Contrato 821 

i. Juicio ordinario civil 200/2016 

116. Con fecha 29 de abril de 2016, Finley, Drake-Mesa y Drake-Finley presentaron 

una demanda en la vía ordinaria civil contra PEP, derivada de controversias surgidas en 

relación al Contrato 821. En esta demanda, las actoras reclamaron, entre otras prestaciones: 

(i) el pago de USD $120,856,548.84 por concepto de monto mínimo no ejercido bajo el 

Contrato 821, y (ii) el pago de los gastos no recuperables derivados de las suspensiones de 

trabajos ocurridas durante la ejecución del Contrato 821.140 La demanda fue asignada al 

Juzgado Octavo de Distrito en Materia Civil en la Ciudad de México (“8° JD”), quien la 

admitió a trámite el 3 de mayo de 2016 y ordenó el emplazamiento de PEP.141  

117. Con fecha 4 de julio de 2016, PEP dio contestación a la demanda, y en septiembre 

del mismo año, el 8° JD admitió las pruebas ofrecidas por las partes.142 Posteriormente, con 

fecha 23 de noviembre de 2016, Finley, Drake-Mesa y Drake-Finley presentaron una 

ampliación a su demanda, en la que esencialmente reclamaron el pago de conceptos 

adicionales como daños derivados del incumplimiento de PEP al Contrato 821.143 La 

ampliación de demanda fue contestada por Pemex con fecha 12 de diciembre de 2016.144 

118. Una vez concluida la fase probatoria del juicio y llevada a cabo la audiencia de 

alegatos, el 8° JD dictó sentencia definitiva con fecha 8 de noviembre de 2017.145 En esta 

sentencia, el 8° JD determinó que era incompetente para conocer de la demanda ya que, 

 
140  Primer Sentencia de Amparo CP-821, pp. 3-11. RZ-0031 
141  Ver SISE 200/2016. JAH-0029 
142  Ver SISE 200/2016. JAH-0029 
143  Ampliación de demanda presentada el 23 de noviembre del 2016, juicio ordinario civil 200/2016. JAH-
0030 
144  Ver SISE 200/2016. JAH-0029 
145  Sentencia del Juzgado de Distrito. RZ-026 
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conforme a la cláusula 47 del Contrato 821,146 las partes acordaron someter cualquier 

controversia derivada de la interpretación o ejecución del contrato a un arbitraje conducido 

conforme al Reglamento de Arbitraje de la Cámara de Comercio Internacional, por lo que el 

Juez concluyó que un tribunal arbitral era la única autoridad competente para conocer la 

controversia, y dejó a salvo los derechos de las actoras para hacerlos valer en dicha 

instancia.147  

119. Inconformes con esta sentencia, ambas partes interpusieron recurso de apelación. 

Los recursos fueron turnados al Tercer Tribunal Unitario en Materias Civil, Administrativa 

y Especializados en Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones del 

Primer Circuito (“3° TUMCA”).148 Con fecha 6 de febrero de 2018, en virtud de la carga de 

trabajo del 3° TUMCA, los expedientes de los recursos de apelación fueron remitidos al 

Tribunal Unitario Auxiliar en Acapulco (“Tribunal Auxiliar”) a efecto de que resolviera 

sobre los mismos.149  

120. Es una práctica común que los tribunales federales–particularmente aquellos que 

pertenecen al primer circuito (Ciudad de México)– remitan algunos asuntos a tribunales 

auxiliares para que sean estos los que proyecten y dicten las sentencias necesarias para 

alivianar las cargas de trabajo y ser más expeditos. Dado que el número de asuntos resueltos 

por un tribunal como el 3° TUMCA es excesivo, pues le corresponde conocer de 

controversias derivadas de más de dos materias (civil, administrativo, competencia 

 
146  Contrato 821, cláusula 47.2, Arbitraje, “Todas las desavenencias, discrepancias, diferencias o 
controversias que deriven de la interpretaci6n o ejecuci6n de este Contrato o que guarden relaci6n con este, que 
no hayan sido resueltas por cualquiera de los mecanismos previstos en el Contrato, serán resueltas 
definitivamente mediante arbitraje conducido de acuerdo con el Reglamento de Arbitraje de la Cámara de 
Comercio Internacional en vigor a la fecha de presentación de la demanda de arbitraje, por tres árbitros 
nombrados conforme a dicho Reglamento de Arbitraje.” C-0034-SPA 
147  Sentencia del Juzgado de Distrito. RZ-026 
148  Ver SISE 898/2017. RZ-028 
149  Ver SISE 898/2017, acuerdo del 6 de febrero de 2018. RZ-028 
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económica, radiodifusión y telecomunicaciones), el Consejo de la Judicatura Federal (“CJF”) 

incluso ordenó la creación de estos tribunales auxiliares cuyo propósito es cooperar en la 

resolución de los juicios pendientes a cargo de los tribunales unitarios.150 

121. Con fecha 19 de abril de 2018, el Tribunal Auxiliar dictó sentencia definitiva de 

segunda instancia, en la que confirmó la sentencia del 8° JD. Como consecuencia de lo 

anterior, ambas partes promovieron demandas de amparo directo en las que señalaron como 

acto reclamado la sentencia de segunda instancia. Las demandas de amparo fueron admitidas 

con fecha 7 de junio de 2018 por el Décimo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 

Circuito (el “10° TCC”).151  

122. El 10° TCC resolvió las demandas de amparo en sesión celebrada con fecha 8 de 

febrero de 2019, y determinó conceder el amparo a Finley, Drake-Mesa y Drake-Finley.152 

A consideración del 10° TCC, a pesar de la existencia del acuerdo arbitral en el Contrato 821, 

PEP consintió tácitamente la competencia del 8° JD –y, en general, de los tribunales 

judiciales mexicanos–, ya que omitió solicitar la remisión al arbitraje desde su primer escrito 

en el juicio, esto es, desde su contestación de demanda.153 Por ende, a través de la sentencia 

de amparo el 10° TCC ordenó al 3° TUMCA dejar insubsistente la sentencia de segunda 

instancia y, en su lugar, dictar una nueva resolución en la que resolviera la controversia bajo 

la premisa que PEP efectivamente renunció al arbitraje, es decir, que el 8° JD sí era 

competente para conocer de la demanda de las actoras.154 

 
150  Acuerdo General 20/2009 del Pleno del CJF. JAH-0031 
151  Ver SISE 898/2017. RZ-028 
152  Primera Sentencia de Amparo CP-821. RZ-031 
153  Primera Sentencia de Amparo CP-821. RZ-031 
154  Primera Sentencia de Amparo CP-821. RZ-031 
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123. Con fecha 2 de abril de 2019, el 3° TUMCA –en cumplimiento a lo ordenado por 

el 10° TCC en el juicio de amparo directo– revocó la sentencia de segunda instancia anterior 

y dictó una nueva en la que, partiendo de la premisa que sí tiene competencia para conocer 

del juicio, valoró las pruebas que ya habían sido desahogadas por el 8° JD y resolvió la litis.155 

En esta nueva sentencia, el Tribunal absolvió a Pemex de todas las prestaciones reclamadas, 

pues estimó que PEP no estaba obligada a ejercer el presupuesto mínimo previsto en el 

Contrato 821, por lo que las actoras no acreditaron su acción.156 

124. A pesar de que Finley, Drake-Mesa y Drake-Finley tuvieron la oportunidad de 

impugnar la nueva sentencia de segunda instancia a través de una nueva demanda de amparo 

directo, las actoras se abstuvieron de hacerlo. A diferencia de las actoras, PEP sí promovió 

una demanda de amparo directo contra dicha sentencia, ya que el 3° TUMCA omitió 

condenar a las actoras al pago de costas.157 Por ende, las cuestiones de fondo resueltas en 

dicha sentencia y, particularmente, la absolución de PEP a la totalidad de las prestaciones 

quedó firme por la ausencia de impugnación de las actoras. El segundo juicio de amparo –

relacionado con las costas– también fue conocido y resuelto por el 10° TCC a través de la 

sentencia de fecha 22 de agosto de 2019, en la que se le concedió el amparo a PEP para el 

efecto de que el 3° TUMCA analizara la procedencia de la condena en costas bajo los 

lineamientos impuestos por el Tribunal Colegiado.158 

 
155  Sentencia del 2 de abril de 2019, dictada en el toca 898/2017. JAH-0032 
156  Sentencia del 2 de abril de 2019, dictada en el toca 898/2017. JAH-0032 
157  CFPC, artículo 7, “La parte que pierde debe reembolsar a su contraria las costas del proceso. Se considera 
que pierde una parte cuando el tribunal acoge, total o parcialmente, las pretensiones de la parte contraria. Si dos 
partes pierden recíprocamente, el tribunal puede exonerarlas de la obligación que impone el párrafo primero, 
en todo o en parte; pudiendo imponer un reembolso parcial contra una de ellas, según las proporciones 
recíprocas de las pérdidas. Las costas del proceso consisten en la suma que, según la apreciación del tribunal y 
de acuerdo con las disposiciones arancelarias, debió o habría debido desembolsar la parte triunfadora, excluido 
el gasto de todo acto y forma de defensa considerados superfluos. Todo gasto inútil es a cargo de la parte que 
lo haya ocasionado, sea que gane o pierda el juicio.” RZ-002 Segunda Sentencia de Amparo CP-821. RZ-032  
158  Segunda Sentencia de Amparo CP-821. RZ-032  
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125. En cumplimiento a esta sentencia, con fecha 9 de septiembre de 2019, el 3° 

TUMCA dictó una tercera sentencia de segunda instancia en la que nuevamente absolvió a 

las actoras del pago de costas. Tanto PEP como las actoras promovieron sus respectivas 

demandas de amparo directo, sin embargo, la demanda de Finley, Drake-Mesa y Drake-

Finley fue presentada de forma extemporánea –fuera del plazo de 15 días hábiles previsto 

para este efecto por ley–, por lo que dicha demanda fue desechada de plano.159 Para este 

momento, la resolución del fondo de la controversia había quedado firme ante la omisión de 

los abogados de Finley, Drake-Mesa y Drake-Finley de impugnar la sentencia que resolvió 

el fondo. 

126. El 10° TCC nuevamente concedió el amparo a PEP para el efecto de que el 3° 

TUMCA resolviera las cuestiones relacionadas con las costas del procedimiento.160 Fue hasta 

la cuarta sentencia de segunda instancia dictada por el 3° TUMCA –quinta sentencia de 

segunda instancia del procedimiento– en la que finalmente se condenó a las actoras al pago 

de las costas a favor de PEP.161  

127. En consecuencia, el juicio ordinario civil 200/2016 derivado del Contrato 821 

terminó de forma firme y definitiva en: (i) la absolución de PEP de todas las prestaciones 

reclamadas por las Finley, Drake-Mesa y Drake-Finley, y (ii) la condena impuesta a las 

actoras de las costas generadas por la tramitación de todo el procedimiento. La sentencia que 

absolvió a PEP quedó firme –es decir, se volvió irrecurrible– en virtud de la omisión de las 

actoras de promover en tiempo y forma los medios de impugnación a su alcance contra la 

sentencia de segunda instancia, a pesar de estar en oportunidad de hacerlo.  

 
159  SISE toca 898/2017, acuerdo del 6 de noviembre de 2019. RZ-028. SISE 875/2019, acuerdo del 13 de 
noviembre de 2019. RZ-034 
160  Tercera Sentencia de Amparo. RZ-035 
161  Cuarta Sentencia del Tribunal de Apelación. RZ-033 



49 
 

ii. Juicio administrativo 20356/17-17-12-2 

128. El 28 de agosto de 2017, Pemex emitió la resolución no. PEP-DGSSE-759-2017 

por la cual se rescindió el Contrato 821.162 Contra esta resolución, el 4 de septiembre de 2017 

Finley, Drake-Mesa y Drake-Finley presentaron una demanda de nulidad ante el TFJA, la 

cual fue turnada y admitida por la Décima Segunda Sala Regional Metropolitana (“Décima 

Segunda Sala”) el 5 de septiembre de 2017.163 En esa misma fecha, la Décima Segunda Sala 

ordenó el emplazamiento de PEP al juicio como autoridad demandada, y admitió diversas 

pruebas ofrecidas por las actoras.  

129. Con fecha 3 de octubre de 2017, los magistrados integrantes de la Décima 

Segunda Sala solicitaron a la Sala Superior del TFJA (“Sala Superior”) que ejerciera su 

facultad de atracción en virtud de la cuantía del asunto, ya que esta excedía la cantidad de 

cinco mil veces el salario mínimo.164 PEP presentó su contestación a la demanda el 10 de 

noviembre de 2017.165 

130. El 16 de noviembre de 2017, la Sala Superior comunicó a la Décima Segunda 

Sala que ejercería su facultad de atracción, por lo que ordenó que se les notificara a las partes 

de dicha decisión.166 En mi entendimiento, esta etapa tomó varios meses ya que el desahogo 

de la prueba pericial en materia de ingeniería de costos ofrecida por las actoras implicó la 

designación de un perito tercero en discordia, en virtud de las contradicciones entre los 

dictámenes rendidos por los peritos de las partes.167 En junio de 2018, las partes presentaron 

sus respectivos alegatos y la Sala Superior cerró la instrucción del juicio.168  

 
162  Supra §IV. C. ii. 
163  Acuerdo de admisión del 5 de septiembre de 2017, juicio administrativo 20356/17-17-12-2. JAH-0033 
164  Supra §V. B. iii. 
165  Sentencia del Tribunal Administrativo CP-821. RZ-039 
166  Sentencia del Tribunal Administrativo CP-821. RZ-039 
167  Sentencia del Tribunal Administrativo CP-821. RZ-039 
168  Sentencia del Tribunal Administrativo CP-821. RZ-039 
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131. La Sala Superior dictó sentencia definitiva el 4 de octubre de 2018, en la cual 

desestimó las pretensiones de las actoras y, por ende, confirmó la validez y legalidad de la 

resolución administrativa que rescindió el Contrato 821.169 Finley, Drake-Mesa y Drake-

Finley, insatisfechas con esta resolución, presentaron una demanda de amparo directo el 18 

de enero de 2019.170  

132. La demanda de amparo fue turnada al Décimo Cuarto Tribunal Colegiado en 

Materia Administrativa del Primer Circuito (“14° TCC”). En marzo de 2019, la demanda fue 

turnada al magistrado encargado de realizar el proyecto para su realización.171 Finalmente, 

el 14° TCC resolvió mediante sesión celebrada el 30 de enero de 2020 negar el amparo a las 

quejosas, pues consideró que sus argumentos, además de novedosos, no atendían las 

consideraciones expuestas por la Sala Superior en la sentencia impugnada, y no estaban 

encaminados a combatir dicha resolución.172  

133. Si bien las quejosas alegaron que la sentencia de la Sala Superior omitió realizar 

una interpretación conforme o bajo el principio pro homine de diversos artículos del TLCAN, 

el 14° TCC determinó que estos principios solo tienen aplicación en relación a tratados 

internacionales en materia de derechos humanos, por lo que los mismos no resultaban 

aplicables para la interpretación del TLCAN, ya que en este solo se prevén derechos y 

prerrogativas de índole comercial.173 En consecuencia, el Tribunal Colegiado concluyó que 

los artículos del TLCAN citados en realidad establecen reglas de trato en materia comercial, 

que no han sido contempladas ni jerarquizadas a nivel de derechos humanos.174  

 
169  Sentencia del Tribunal Administrativo CP-821. RZ-039 
170  Supra §V. B. v. Sentencia de fecha 30 de enero de 2020. RZ-040 
171  Ver SISE 74/2019. RZ-043 
172  Sentencia de fecha 30 de enero de 2020. RZ-040 
173  Sentencia de fecha 30 de enero de 2020, pp. 30-32. RZ-040 
174  Id. 
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134. Contra la sentencia definitiva del 14°TCC, las Demandantes interpusieron un 

recurso de revisión ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación.175 En este recurso de 

revisión las Demandantes reiteraron que, a su juicio, la Sala Superior debió determinar que 

la rescisión del Contrato 821 era ilegal ya que violaba en su perjuicio ciertos artículos del 

TLCAN, mismos que les resultaban aplicables como empresas extranjeras que realizaron 

inversiones en territorio mexicano. Según las Demandantes, bajo una interpretación pro 

homine (o más favorable) del TLCAN a su favor como inversionistas, la Sala Superior 

hubiera concluido que la actuación de PEP había sido ilegal. El 17 de marzo de 2020, la Corte 

desechó el recurso de revisión, ya que el mismo no cumplía con los requisitos de procedencia 

establecidos para estos casos.176 Las Demandantes no impugnaron el desechamiento del 

recurso de revisión mediante el recurso de reclamación previsto en el artículo 104 de la Ley 

de Amparo; consintiendo así el desechamiento de 17 de marzo de 2020. 

VII. CONTESTACIÓN AL APARTADO DENOMINADO IRREGULARIDADES 
DE LAS AUTORIDADES MEXICANAS  

135. Después de analizar los procedimientos judiciales relacionados con los 

Contratos, debe decirse que en general todos fueron tramitados por las distintas autoridades 

judiciales que intervinieron de manera ordinaria, de acuerdo a la complejidad de los asuntos. 

Es importante señalar que, en opinión del suscrito, las partes efectivamente ejercieron sus 

derechos procesales mediante la promoción de diversos recursos y medios de impugnación a 

su alcance. Las autoridades judiciales se encontraban obligadas a resolver cada uno de los 

recursos y medios de impugnación presentadas a lo largo de los procedimientos judiciales 

 
175  Supra ¶81. 
176  Ver SISE 74/2019, acuerdo del 7 de junio de 2021. RZ-043 
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relacionados con los Contratos, por lo que el suscrito no advirtió ningún supuesto en el que 

se le negara a alguna de las partes la interposición de estos recursos disponibles. 

136. Más aún, el suscrito no advierte que hubieran existido retrasos que no estén 

acompañados de una explicación razonable, ni tampoco decisiones de las autoridades que 

sean atípicamente equívocas. Lo sucedido en los procesos es acorde a la práctica judicial 

establecida y me parece contrario a la práctica litigiosa ordinaria acusar de atípicos e incluso 

inauditos los supuestos referidos en el Informe Zamora-Amézquita. Sin perjuicio de lo 

anterior, en las siguientes secciones se presenta una contestación puntual a las supuestas 

violaciones o irregularidades más relevantes a las que se alude en dicho dictamen.  

A. Supuestos retrasos excesivos en la tramitación de los juicios 

137. Atento a lo analizado, la duración de los juicios civiles y administrativos 

promovidos por las Demandantes no fue excesivo, extraordinario o inusual.177 Por el 

contrario, estos procedimientos se substanciaron en un lapso ordinario según la naturaleza y 

complejidad de los mismos, así como la carga de trabajo a la que se enfrentan los tribunales 

mexicanos, en adición a una pandemia y a sus rezagos por el virus COVID-19. 

138. Como ha sido reconocido por los tribunales mexicanos, los plazos previstos en 

las leyes para la tramitación de un juicio no siempre corresponden a la realidad y no por ello 

se actualiza una violación al debido proceso.178 Los tribunales mexicanos han resuelto que 

las dilaciones a los juicios resultan justificadas por la complejidad del asunto, la actividad 

procesal del interesado, la conducta de las autoridades judiciales (la carga excesiva de trabajo 

 
177  Informe Zamora-Amézquita, ¶177. 
178  Ver jurisprudencia del Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito con número 
de registro 2013301, Dilación procesal. Alcance de los conceptos "abierta dilación del procedimiento" o 
"paralización total del procedimiento", como excepción a la regla de improcedencia del amparo indirecto, 
establecida en el artículo 107, fracción v, de la ley de la materia. JAH-0034 
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que enfrentan) y la afectación generada en la situación jurídica de la persona involucrada en 

el proceso.179 En ese sentido, la experiencia generalizada en México es que los procesos ante 

los juzgados y tribunales no resultan lo expedito que cualquier litigante quisiere.180  

139. En mi experiencia profesional, litigando principalmente en el primer circuito 

(Ciudad de México), el cual concentra el 20.3% del total de los jueces y magistrados adscritos 

al Poder Judicial Federal de México,181 la tramitación de un juicio, considerando 

exclusivamente tres instancias, tiene una duración promedio de 36 meses. Por supuesto, esta 

duración está sujeta a varios factores que pueden influir en su extensión, pues incluso he 

participado en juicios ejecutivos mercantiles que han tomado más tiempo que el señalado. A 

mi parecer, existen diversos factores que inciden en la duración de los juicios en México. 

140. Primero, la duración de los procedimientos es influenciada por la composición 

del Poder Judicial. Por ejemplo, en comparación del promedio internacional de 17 jueces por 

cada 100,000 habitantes, México únicamente tiene 2.17.182 Más aún, la división orgánica de 

los tribunales entre los circuitos resulta dispar pues, a diferencia de otros circuitos, en el 

séptimo circuito (que corresponde a Veracruz) –y en donde se tramitaron algunos de los 

juicios iniciados por las Demandantes– los Juzgados de Distrito y los Tribunales Unitarios 

de circuito no se especializan en una sola materia, lo que implica que un mismo tribunal llega 

a conocer de los asuntos administrativos, civiles, penales y laborales, sin excepción.  

 
179  Ver tesis del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito con número de 
registro 2002350, Plazo razonable para resolver. Concepto y elementos que lo integran a la luz del derecho 
internacional de los derechos humanos. JAH-0035 
180  Ramos, Irma, Herrera, José Carlos, Cortés, Francisco, “Derecho humano a una justicia expedita, pronta, 
completa gratuita e imparcial”, Derechos Fundamentales a Debate, 2018, Comisión Estatal De Derechos 
Humanos Jalisco, p. 55. JAH-0036 
181  Censo Nacional de Impartición de Justicia Federal 2021, INEGI, 1 de julio de 2021. JAH-0037 
182  Le Clercq, Juan Antonio, Rodríguez, Gerardo, Índice Global de Impunidad 2020, UDLAP. Al cierre de 
2020, se reportaron tan solo 4,783 magistrados y jueces en los órganos jurisdiccionales federales para toda la 
federación (32 circuitos). De esta cifra, 4,188 (87.6%) estaban adscritos en órganos de primera instancia y 595 
(12.4%) en órganos de segunda instancia. JAH-0038 
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141. Esto ha contribuido a la carga excesiva de trabajo que enfrentan los tribunales 

federales en México. Tan solo en el año de 2016, ingresaron 21,601 (veintiún mil seiscientos 

uno) asuntos a los 17 (diecisiete) Juzgados de Distrito en el séptimo circuito, mientras que 

en el mismo periodo ingresaron 1,427 asuntos a los 4 tribunales unitarios del mismo 

circuito.183 El 27% de los asuntos ingresados a los Juzgados de Distrito corresponden a la 

materia civil,184 por lo que ese año se dio trámite a al menos cinco mil juicios que, al igual 

que los procedimientos iniciados por las Demandantes, implicaron el desahogo de varias 

etapas y actos procesales.  

142. Segundo, la duración de los procesos es también influenciada por la resolución 

de los medios de impugnación disponibles para las partes dentro del juicio, que en ocasiones 

incluso suspenden el procedimiento principal, lo que conlleva a que el procedimiento se 

prolongue. Aquellos medios de impugnación que deben ser resueltos por un órgano judicial 

de mayor jerarquía (i.e., los Tribunales Unitarios y los Tribunales Colegiados) tienden a 

generar más dilaciones, porque su resolución engloba varios pasos previos como el traslado 

del expediente de un tribunal a otro, la confirmación de que se ha cumplido con las 

formalidades esenciales –como la debida notificación a las partes involucradas–, y el estudio 

previo del expediente completo. Además, el ámbito de competencia de estos órganos no se 

acota a conocer exclusivamente de un solo medio de impugnación.185  

143. Tercero, cuatro de los cinco procedimientos iniciados por las Demandantes 

seguían en curso cuando la pandemia del COVID-19 obligó a que todas las autoridades 

 
183  Anexo estadístico 2016 para el séptimo circuito. JAH-0039 
184  Id. 
185  Por ejemplo, los Tribunales Unitarios funcionan como tribunales de segunda instancia en los juicios de 
orden federal, y además son competentes para resolver los amparos indirectos en contra de actos de autoridad 
dictados por un diverso tribunal unitario de circuito. 
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judiciales suspendieran actividades.186 Esto provocó que se detuviera la tramitación de todos 

los juicios no identificados como urgentes por más de 5 meses, hasta que los juzgados y 

tribunales pudieran retomar sus actividades.187 Inclusive, los procedimientos enfrentaron 

retrasos después de que se levantara la suspensión general, pues los tribunales tuvieron que 

modificar su modalidad de trabajo que, hasta antes de la pandemia, operaba de forma 

completamente presencial.  

144. Todos estos factores, aunado a la complejidad de las controversias existentes 

entre PEP y las Demandantes y la discusión en curso sobre la vía procedente para los 

reclamos de esta naturaleza, contribuyeron a que los juicios civiles y administrativos se 

extendieran en su duración. No obstante, no considero que su duración haya sido 

extraordinaria o injustificada, pues en cada caso existen razones suficientes por las que su 

tramitación fuera más prolongada de lo esperado.  

i. Duración del juicio ordinario civil 75/2015 derivado del Contrato 803  

145. Del análisis de las constancias a mi alcance,188 advierto que la dilación en este 

juicio se debió, principalmente, a los medios de impugnación interpuestos por las partes. En 

particular, la tramitación del incidente de incompetencia propuesto por PEP generó la 

suspensión del procedimiento hasta que se resolviera en la última instancia –recurso de 

revisión ante el 1° TCC–.189 La sustanciación de este incidente fue plenamente legal; no 

identifiqué ninguna cuestión atípica o indebida, pues la ley mexicana faculta a que este tipo 

de cuestiones suspendan la tramitación del juicio en lo principal por tratarse de un elemento 

 
186  Acuerdo General 04/2020 emitida por el Pleno del CJF. De conformidad con el artículo 6 de dicho 
Acuerdo General, los asuntos que se tramitarían bajo una modalidad de urgentes serían aquellos, por ejemplo, 
relacionados con atención médica por parte del tercer escalón sanitario (hospitalización), segregación y tortura. 
JAH-0024 
187  Id. 
188  Supra §VI. A. i. 
189  Supra §¶¶96-98. 
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esencial del procedimiento –competencia del juez– que requiere un previo y especial 

pronunciamiento.190 Además, no advertí que las Demandantes hubieran impugnado la 

suspensión dictada, a pesar de existir un recurso a su disposición para ello. 

146. En general, durante la primera instancia existieron varias particularidades que 

prolongaron su tramitación, pero que no considero que sean violaciones al derecho de justicia 

expedita de las Demandantes, ya que se trata de factores ordinarios que afectan a la gran 

mayoría los juicios conocidos por el Poder Judicial de la Federación. Entre estos factores 

están, además del incidente de incompetencia, la ampliación de demanda por parte de Bisell 

y MWS Management, el desahogo de la prueba pericial y los recursos de impugnación 

(apelaciones y revocaciones) interpuestos por ambas partes.191  

ii. Duración del juicio administrativo 5403/19-17-06-5 derivado del 
Contrato 804 

147. Este juicio administrativo no presenta una duración excesiva o prolongada como 

se refiere en el Informe Zamora-Amézquita.192 El tiempo que tomó la resolución de los 

medios de impugnación interpuestos en este procedimiento resultó ordinario. En todo caso, 

la única dilación que advierto derivó de la decisión incurrida por Bisell y MWS Management 

al demandar a autoridades distintas a PEP (i.e., la Secretaría de la Función Pública, el Director 

General de Pemex y el Titular del Área de Responsabilidades de la Delegación de la Unidad 

de Responsabilidades en PEP), que dio lugar a múltiples recursos encaminados a determinar 

qué autoridad sí debía ser parte del procedimiento..193 Así, los retrasos que alegan los 

Expertos son imputables a la controversial decisión de incluir como parte del juicio a 

 
190  Supra ¶68. 
191  Supra §VI. A. i. 
192  Informe Zamora-Amézquita, ¶184.  
193  Supra §VI. B. ii. 
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autoridades ajenas a la suscripción del contrato, situación que adicionalmente resultó 

contrario a los intereses de las Demandantes al ser eventualmente excluidas del 

procedimiento.  

iii. Duración del juicio ordinario civil 200/2016 derivado del Contrato 821 

148. El plazo aproximado de 18 meses transcurrido para la substanciación de la 

primera instancia del procedimiento es un plazo ordinario y adecuado para la tramitación de 

un juicio federal de primera instancia, principalmente tomando en consideración que las 

actoras ampliaron su demanda. 194 La segunda y tercera instancias fueron sustanciadas en un 

plazo de alrededor de 6 y 8 meses, respectivamente, a partir de la admisión de los respectivos 

medios de impugnación, lo que de nuevo se circunscribe a los plazos ordinarios para la 

sustanciación de dichas instancias.195 

149. Si bien en el Informe Zamora-Amézquita se refirió que tomó más de tres años 

“resolver las controversias sobre la jurisdicción”,196 el suscrito no considera que la discusión 

competencial hubiera retrasado de manera significativa el procedimiento. Aunque en la 

primera sentencia del 8º JD resolvió que era incompetente, durante la tramitación del juicio 

se desahogaron todas las pruebas y se presentaron todos los argumentos de las partes relativos 

al fondo del asunto. Por eso, después de que el 10º TCC resolviera la cuestión competencial 

y regresara el expediente al 3º TUMCA, éste emitió una sentencia definitiva sobre el fondo 

en un plazo relativamente corto. 197 En consecuencia, el tiempo que se hubiere retrasado el 

procedimiento por la discusión competencial fue en realidad marginal, ya que para abril de 

 
194  Supra §VI. C. i. 
195  Id. 
196  Informe Zamora-Amézquita, ¶180. 
197  Supra ¶123. 
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2019, ya se había dictado sentencia definitiva de segunda instancia que resolvió el fondo del 

asunto y absolvió a PEP de todas las prestaciones reclamadas.198 

150. Así las cosas, si bien existió una posterior discusión sobre la procedencia de la 

remisión al arbitraje –la cual llegó hasta la instancia del amparo directo–, una vez que esta 

discusión quedó resuelta, se dictó sentencia negando las peticiones de las actoras, sin que 

estas hayan promovido el medio de impugnación conducente contra dicha sentencia –juicio 

de amparo directo–, con lo cual quedaron conformes con tal resolución de forma definitiva.199  

iv. Duración del juicio administrativo 20356/17-17-12-2 

151. Tanto la primera instancia de este procedimiento, como el juicio de amparo 

directo derivado del mismo, tomaron un tiempo aproximado de 12 meses.200 Se trata de un 

plazo razonable y acorde a, tanto la complejidad de la controversia como la carga de trabajo 

de los tribunales. Como referencia, en el 2019, ingresaron a los 24 Tribunales Colegiados en 

Materia Administrativa del Primer Circuito 168,781 asuntos, lo que conllevó a que los plazos 

para la resolución de los recursos que estos tribunales conocen fueran superiores,201 sin que 

ello represente un trato diferenciado en perjuicio de las Demandantes.  

B. Supuesta violación al principio de cosa juzgada e incoherencia entre 
sentencias 

152. En el Informe Zamora-Amézquita se acusa que  una de las más graves violaciones 

cometidas por los tribunales mexicanos fue la supuesta contravención al principio de cosa 

juzgada en el juicio ordinario civil relacionado con el Contrato 803.202 Al efecto, en éste se 

afirma que la declaración de incompetencia ante lo argumentado por PEP con posterioridad 

 
198  Id. 
199  Supra ¶¶124-127. 
200  Supra §VI. C. ii. 
201  Movimiento Estadístico en Materia Administrativa en los Tribunales Colegiados de Circuito, disponible 
en: https://www.dgej.cjf.gob.mx/resources/estadisticas/2019/19_AN_GRAF_COL_MAT_A.pdf. JAH-0040 
202  Ver, Informe Zamora-Amézquita, ¶¶145-152. 

https://www.dgej.cjf.gob.mx/resources/estadisticas/2019/19_AN_GRAF_COL_MAT_A.pdf
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a su emplazamiento resulta ilegal, porque previamente se había determinado que el 11º JD 

era competente materialmente sobre el juicio, lo que supuestamente implicaba  una 

determinación de cosa juzgada que no podía ser nuevamente estudiada.  

153. No comparto dicha opinión de los peritos, dado que en mi consideración no existe 

violación al principio de cosa juzgada, pues la determinación del 4º TUC fue una decisión 

previa sin comparecencia de PEP, que por supuesto podía impugnarse por quien resultaba 

afectado y no había comparecido al dictarse dicha determinación. Esta decisión podía ser 

objeto de cuestionamiento ante la presentación de nuevas pruebas o argumentos, como los 

que fueron aportados por PEP. Esto es así porque, conforme a los precedentes de los 

tribunales mexicanos, por regla general se entiende que las decisiones iniciales de un juicio 

que se toman sin audiencia de la otra parte son prima facie y, por ello, pueden ser objeto de 

modificación a la luz de las nuevas pruebas o argumentos presentados a juicio por la parte 

inaudita al saber de la resolución. 

154. Un claro ejemplo de la aplicación de esta regla general se encuentra en materia 

de amparo, probablemente la más ampliamente analizada por los tribunales mexicanos. En 

el juicio de amparo, existen dos tipos de suspensiones: una provisional, que es dictada al 

principio del juicio sin audiencia de la otra parte y para cuyo otorgamiento el juez se basa 

solamente en los hechos narrados en la demanda; y una definitiva, que se dicta después de 

que todas las partes han sido emplazadas y han presentado su posición, en la que puede 

confirmarse o revocarse la suspensión provisional a la luz del panorama completo presentado 

por las partes que no habían tenido oportunidad de ser escuchadas al dictarse la suspensión 

provisional. 

155. Existen ocasiones en las que se niega una suspensión provisional y dicha negativa 

es combatida ante un tribunal superior, quien puede revocar la negativa y ordenar que se 
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conceda la suspensión provisional. Aunque ordinariamente el juez inferior sigue el criterio 

de su superior sobre la suspensión provisional al dictar la suspensión definitiva, los 

precedentes judiciales son coincidentes en el sentido de que el juez inferior puede 

“libremente” resolver sobre la suspensión definitiva sin encontrarse vinculado el juez inferior 

a lo que resolvió su superior al conceder o negar la suspensión provisional.203 La razón de lo 

anterior es la regla general que antes enuncié, en el sentido de que la decisión sobre la 

suspensión definitiva se toma frente a un panorama distinto en el que ya se emplazó a las 

demás partes a juicio y éstas ya aportaron pruebas y argumentos distintos a los que se 

consideraron al resolver la suspensión provisional, lo que justifica que el juez inferior no se 

encuentre vinculado a la “cosa juzgada” resuelta en definitiva por su superior.204  

156. Otro ejemplo lo encontramos en las decisiones sobre la procedencia de la vía 

que, como la competencia, es considerada un presupuesto procesal.205 Según la SCJN, el 

estudio de la procedencia de la vía debe ser estudiado incluso de manera oficiosa por el juez, 

 
203  Ver tesis del Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito con número de 
registro 226173, Suspensión definitiva, plenitud de jurisdicción del juez de distrito para resolver sobre la, 
aunque el tribunal colegiado haya revocado el auto que resolvió sobre la provisional. JAH-0041; tesis del 
Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito con número de registro 203320, Suspensión provisional. Del 
acto reclamado, concesión de la, no impide que se resuelva negándose sobre la definitiva. JAH-0042; tesis del 
Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito con número de registro 252581, 
Suspensión provisional. JAH-0043 
204  Nótese la similitud con el caso del Contrato 803 con los precedentes antes expuestos. La suspensión 
provisional es una determinación tomada sin audiencia de parte y solo a la luz de los hechos narrados en la 
demanda de amparo, así como la asunción de la competencia por parte del 11º JD fue tomada en un primer 
momento solo a la luz de lo que narraron MWS y Bisell en su demanda. En amparo, esa decisión prima facie 
es objeto de revisión por parte de un tribunal superior, de la misma manera que la decisión del 11º JD en la que 
negó su competencia fue objeto de revisión por parte del 4º TUC. Esta decisión debe estimarse prima facie y 
válidamente modificable por el juez inferior al recibir nuevas pruebas o argumentos después de que se emplace 
y se presenten a juicio las partes que hasta ese momento no habían sido escuchadas, del mismo modo que el 11º 
JD válidamente modificó su determinación sin violar la cosa juzgada al volver a negar su competencia a la luz 
de los argumentos y pruebas aportados por PEP en su incidente de incompetencia. 
205  Ver tesis del Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito con número de registro 
161681, Competencia del juzgador. Debe considerarse como un presupuesto procesal aun cuando no se 
contemple expresamente como tal en el código de procedimientos civiles para el distrito federal, atento a su 
naturaleza jurídica. JAH-0044 
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por tratarse de un presupuesto procesal de orden público.206 Con base en lo anterior y de 

acuerdo a la jurisprudencia en la materia, aunque exista una resolución que hubiera admitido 

la demanda y que el demandado no hubiera impugnado la vía, ello no impide que el juzgador 

posteriormente analice la procedencia de la vía al dictar la sentencia definitiva, precisamente 

después de que se hubieren presentado las pruebas y rendido los argumentos en juicio.207  

157. Por último, recientemente los tribunales federales mexicanos resolvieron la 

cuestión relativa a si un juzgador que previamente fue declarado competente por su superior, 

puede posteriormente negar dicha competencia al cambiar la situación con base en la cual se 

determinó que era competente. La respuesta de los tribunales federales es afirmativa. De 

acuerdo a este precedente, aunque previamente un tribunal superior hubiera determinado que 

un juez tenía competencia material para conocer cierto asunto, el juez debe declararse 

incompetente si “durante el trámite del juicio sobreviene un hecho que modifica la situación 

 
206  Ver jurisprudencia de la Primera Sala de la SCJN con número de registro 178665, Procedencia de la 
vía. Es un presupuesto procesal que debe estudiarse de oficio antes de resolver el fondo de la cuestión 
planteada. JAH-0045 En relación con este punto, es notable que los Expertos aducen como “primera violación” 
dentro de las supuestas irregularidades relacionadas con los procedimientos civiles que las “cuestiones relativas 
a la competencia o jurisdicción fueron planteadas por la autoridad de oficio.” (Ver, Informe Zamora-Amézquita, 
¶¶135-137). Aunque no es claro, parece ser que los Expertos consideran que hubo una supuesta violación por 
parte del 11º JD en torno a este punto en relación a alguna de sus decisiones jurisdiccionales respecto del 
Contrato 803, lo que puede referirse a la decisión inicial de desechamiento, o bien, a la decisión de 
incompetencia en el incidente que promovió PEP. Si los Expertos se refieren a esta segunda, no tiene sentido 
hablar de una determinación de oficio, pues fue precisamente PEP quien pidió a través de su incidente que se 
declarara la incompetencia. Si es la decisión inicial, es claro que la competencia como cualquier otro 
presupuesto procesal debe estudiarse de oficio por el juzgador, más en la determinación inicial. Por ejemplo, si 
una persona presenta una demanda civil ante un juez penal, éste la va a desechar aunque la demanda no haga 
alusión a la competencia, precisamente porque el juez tiene la obligación de analizar su competencia para 
conocer de un asunto.  
207  Id. “En consecuencia, aunque exista un auto que admita la demanda y la vía propuesta por la parte 
solicitante, sin que la parte demandada la hubiere impugnado mediante el recurso correspondiente o a través de 
una excepción, ello no implica que, por el supuesto consentimiento de los gobernados, la vía establecida por el 
legislador no deba tomarse en cuenta […] Luego entonces, el juzgador, en aras de garantizar la seguridad 
jurídica de las partes en el proceso, debe asegurarse siempre de que la vía elegida por el solicitante de justicia 
sea la procedente, en cualquier momento de la contienda, incluso en el momento de dictar la sentencia definitiva, 
por lo que debe realizar de manera oficiosa el estudio de la procedencia de la vía, aun cuando las partes no la 
hubieran impugnado previamente.” 
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que prevalecía y que influye directamente en su competencia.”208 El tribunal justificó su 

decisión en la regla general que hemos analizado, al razonar que la decisión inicial sobre la 

competencia se tomó cuando solo se contaba con los hechos narrados en la demanda, pero 

que posteriormente surgieron elementos en juicio distintos que revelaban que el juez en 

realidad era incompetente y que no había tenido oportunidad de valorar el tribunal 

superior.209 

158. Atento a lo expuesto, no existe violación al principio de cosa juzgada. Así, aun 

siendo cierto que el 4º TUC había revocado la determinación inicial del 11º JD en la que éste 

negó su competencia, esta fue una decisión prima facie que se tomó sin valorar lo 

argumentado por PEP y cuando únicamente se contaba con los argumentos y las pruebas 

aportadas por MWS y Bisell junto con su demanda.  

159. En específico, PEP argumentó que existían dos actos administrativos que no 

fueron tomados en cuenta en la demanda de MWS y Bisell y que bastaban para demostrar la 

incompetencia material del 11º JD: (i) la negativa de pago de ciertos gastos no recuperables 

en el marco de un proceso de conciliación que siguió a la terminación del Contrato 803 y (ii) 

el acta de finiquito.210 Estos dos actos que resaltó PEP en su incidente fueron usados por el 

 
208  Ver tesis del Sexto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito con número de registro 
2025452, Conflicto competencial por materia entre jueces de distrito de amparo. Aun cuando previamente se 
haya resuelto uno en el que se determinó que el que debía conocer del asunto era el juzgador en materia penal, 
si durante el trámite del juicio sobreviene un hecho que modifica la situación que prevalecía y que influye 
directamente en su competencia, debe declararse incompetente respecto de los actos de diversa naturaleza 
después de celebrada la audiencia constitucional. JAH-0046 
209  Id.  
210  Sobre este segundo acto, recordemos que los precedentes judiciales han determinado que las acciones 
derivados de un finiquito deben ser dirimidas ante los jueces administrativos, precisamente porque el finiquito 
tiene una naturaleza administrativa. Ver además tesis de la Primera Sala de la SCJN con número de registro 
2016485, Finiquito de los contratos de obras públicas. Su naturaleza jurídica. JAH-0047; tesis del Décimo 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito con número de registro 2018385, Contrato 
de obra pública. Al declararse la improcedencia de la acción de cumplimiento de éste, los convenios 
modificatorios y aquellos derivados de aquél siguen la suerte del principal. JAH-0048; y tesis del Cuarto 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito con número de registro 2019337, vía mercantil. Es 
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11º JD como base en su sentencia y, por ello, el juez expresamente destacó en su sentencia 

que no estaba contradiciendo al 4º TUC, precisamente porque “existen nuevos elementos y 

pruebas que patentizan la incompetencia de este órgano jurisdiccional para resolver las 

pretensiones de las empresas actoras.”211 

160. Por lo anterior, resulta cierto que el 11º JD no se encontraba constreñido a seguir 

el criterio del 4º TUC. No existió violación alguna al principio de cosa juzgada porque, se 

insiste, la existencia de nuevos elementos de prueba y argumentos aportados por PEP en el 

incidente de incompetencia implicó un cambio de panorama respecto del expuesto por MWS 

y Bisell en su demanda.  

161. El Informe Zamora-Amézquita destacan una segunda supuesta violación 

relacionada con las decisiones jurisdiccionales del 11º JD y sus superiores, consistente en 

que las decisiones tomadas por los tribunales unitarios en los juicios civiles relacionados con 

los Contratos 803 y 804 son “incoherentes entre sí”.212 Los expertos de las Demandantes 

refieren que es “interesante y alarmante” que en el juicio relativo al Contrato 803 el 4º TUC 

revocara el desechamiento de la demanda que ordenó el 11º JD, mientras que en el juicio 

referente al Contrato 804 el 3º TUC hubiere confirmado el desechamiento de la demanda 

ante la incompetencia material del juez.  

162. No existe ni alarma ni sorpresa alguna en el hecho de que dos juzgadores lleguen 

a determinaciones distintas. En México, deben cumplirse con varios requisitos para que un 

tribunal se encuentre vinculado a un criterio al resolver juicios distintos, como lo son los 

juicios relativos a los Contratos 803 y 804. Primero, debe existir una relación jerárquica entre 

 
improcedente cuando se demanda a una entidad pública el pago del importe de facturas que amparan los 
servicios prestados en cumplimiento a a un contrato administrativo. JAH-0049 
211  Ver, sentencia interlocutoria dictada por el 11º JD el 14 de julio de 2016, p. 3. JAH-0021 
212  Ver, Informe Zamora-Amézquita, ¶138. 
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el tribunal que sienta un criterio y el que lo tiene que seguir, lo que no ocurre entre dos 

tribunales de la misma jerarquía como lo son el 4º TUC y el 3º TUC. Segundo, aun existiendo 

una relación jerárquica, el criterio del superior debe de haber adquirido el carácter de 

jurisprudencia, que es como en México se le denomina a los criterios judiciales 

vinculantes.213 A diferencia de lo que sucede en un sistema de Common Law, en México 

existe un sistema civilista en el que la obligatoriedad de los precedentes está sujeta a que 

éstos cumplan con los requisitos formales para ser considerados jurisprudencia. Los 

tribunales unitarios no tienen facultades para emitir jurisprudencia, por lo que no existe 

supuesto alguno en el que el criterio de un tribunal unitario sea vinculante en un juicio distinto 

frente a sus inferiores jerárquicos y, mucho menos, frente a otro tribunal unitario con el que 

comparte el mismo nivel jerárquico.  

163. A mayor abundamiento, tan es posible que existan decisiones discrepantes entre 

distintos órganos jurisdiccionales, que bajo Derecho mexicano se encuentra 

institucionalizada la posibilidad de dirimir dicha discrepancia. En efecto, la figura de la 

contradicción de tesis permite que el superior jerárquico de los órganos que dictaron los 

criterios discrepantes (normalmente la SCJN) resuelva la contradicción y siente un 

precedente obligatorio. Sin embargo, en tanto no exista un criterio obligatorio emitido a 

 
213  Bajo Derecho mexicano, los criterios jurisprudenciales adquieren carácter de obligatorios para todos los 
tribunales en México –sin importar su jerarquía o si son de fuero local o federal– a partir de los siguientes 
sistemas: (i) por precedentes obligatorios, (ii) por reiteración, y (iii) por contradicción de tesis. Respecto del 
primero, los artículos 222 y 223 de la Ley de Amparo determinan que “[l]as razones que justifiquen las 
decisiones contenidas en las sentencias que dicte el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
constituyen precedentes obligatorios para todas las autoridades jurisdiccionales de la Federación y de las 
entidades federativas cuando sean tomadas por mayoría de ocho votos.” Por su parte, según el artículo 224 de 
la Ley de Amparo, el sistema de reiteración implica que aquel criterio sostenido por tribunales colegiados de 
circuito en cinco sentencias no interrumpidas, serán obligatorias para los órganos de menor jerarquía. 
Finalmente, el artículo 225 de la Ley de Amparo dispone que la contradicción de tesis “se establece al dilucidar 
los criterios discrepantes sostenidos entre las salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, entre los plenos 
regionales o entre los tribunales colegiados de circuito, en los asuntos de su competencia.” RZ-003 
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través de una contradicción de tesis, los diferentes criterios discrepantes son igualmente 

válidos. 

C. Comunicaciones ex parte y conocimiento de resoluciones por parte de PEP 

164. En el Informe Zamora-Amézquita se alude a supuestas situaciones irregulares 

que consideran indicativas de un trato parcial en beneficio de PEP. Uno de los puntos en el 

que se hace más énfasis es la existencia de supuestas comunicaciones ex parte, en las que 

PEP supuestamente se entrevistó con los Magistrados de la Sala Superior del TFJA y que en 

dichas entrevistas los Magistrados le informaron de antemano el sentido de cierta resolución 

del juicio administrativo en relación al Contrato 821.214 A partir de la lectura del dictamen, 

al suscrito no le queda claro si la violación a la que se refieren los expertos es al solo hecho 

de que PEP hubiera tenido comunicaciones con los Magistrados o, más bien, a que en dichas 

comunicaciones en específico los Magistrados le adelantaron a PEP el sentido de la 

resolución.  

165. Si la violación destacada es que el solo hecho de tener una comunicación con un 

juez denota una conducta irregular y un trato parcial, no coincido con dicha aseveración dado 

que está completamente alejada de la práctica litigiosa mexicana. Aunque el suscrito sabe 

que en otras jurisdicciones están prohibidas este tipo de comunicaciones, en México la 

posibilidad de entrevistarse con un juez o un magistrado sin la presencia de la contraparte es 

ampliamente seguida por todo litigante y es abiertamente permitida por todos los órganos 

judiciales en todos los niveles, desde un juez local de primera instancia hasta un ministro de 

la SCJN. Esto es un hecho notorio que es ampliamente conocido y reconocido en México 

dentro del gremio.  

 
214  Ver Informe Zamora-Amézquita, ¶¶189-192. 
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166. Dado el sistema predominantemente escrito e impersonal de la mayoría de los 

juicios, estas entrevistas son vistas por los litigantes como una oportunidad para exponer de 

manera oral y sintética los asuntos a los jueces y magistrados. Sin embargo, de ninguna 

manera el solo hecho de tener este tipo de comunicaciones es interpretado en México como 

un indicativo de una conducta indebida o de la existencia de un trato imparcial o de tráfico 

de influencias. Por el contrario, en el foro es considerado que si un litigante no atiende su 

asunto personalmente a través de entrevistas con los jueces y magistrados está descuidando 

su juicio e incurriendo en una negligencia profesional.  

167. Con toda seguridad, si cualquier persona asistiera a cualquier tribunal o juzgado 

mexicano a manera de inspección, podría observar a un sinnúmero de litigantes sosteniendo 

y concertando citas con jueces y magistrados. La cotidianeidad de esta práctica fue 

especialmente evidente durante la pandemia, en la que existían restricciones para acudir 

físicamente a los juzgados. Dado que en México la posibilidad de entrevistarse con los jueces 

es considerado como un aspecto fundamental de la práctica de los litigantes, los Poderes 

Judiciales estatales y federales institucionalizaron la posibilidad de agendar citas de manera 

electrónica.215 En mi experiencia profesional he tramitado juicios en los que, tanto mis 

representados como las contrapartes, han hecho uso del sistema de citas y solicitaron que se 

agendara una fecha y hora para tener entrevistas con los jueces y magistrados. En respuesta 

 
215  Ver “Acuerdo General 21/2020 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo a la reanudación 
de plazos y al regreso escalonado en los órganos jurisdiccionales ante la contingencia por el virus COVID-19”. 
JAH-0050. Ver, por ejemplo, también los acuerdos sobre el sistema de citas en los estados que, como el caso 
de Baja California Sur, expresamente indica “Las citas para entrevistas, con Magistrados, Jueces o Secretarios 
de Acuerdos, lo mismo que con Consejeros y el Magistrado Presidente del H. Tribunal Superior de Justicia y 
del Consejo de la Judicatura, Secretaría General, Secretarías Auxiliares y Técnica de la Presidencia, se 
solicitarán vía telefónica, expresando el motivo de la misma; y serán en lo posible atendidas por el mismo 
medio;  ponderando la urgencia, circunstancias paniculares o excepcionalidad del asunto, se podrán programar 
citas presenciales, conforme a la agenda del servidor público con quien se solicite la entrevista. JAH-0051 
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a dichas solicitudes, los juzgados y tribunales siempre accedieron y fijaron una fecha y hora 

para que tuvieran verificativo las entrevistas. 216 

168. Por las razones anteriores, no considero que el solo hecho de que PEP hubiera 

tenido comunicaciones con los magistrados de la Sala Superior del TFJA revele la existencia 

de alguna conducta indebida. Se trata de una práctica común que cualquier litigante mexicano 

diligente realizaría y que, presumiblemente, también habrán hecho los abogados de las 

Demandantes en la tramitación de los juicios en los que estuvieron involucrados.  

169. Asimismo, en el Informe Zamora-Amézquita se alude al Código de Ética para 

argumentar la supuesta irregularidad de las comunicaciones antes mencionadas. Sin 

embargo, de la lectura de los artículos de dicho código que citan los Expertos en ningún lugar 

se prohíben dichas comunicaciones.217 El Código de Ética de manera genérica prohíbe que 

se den privilegios indebidos o tratos preferenciales a alguna de las partes que, conforme a lo 

recién explicado, no es incompatible con la posibilidad de tener este tipo de comunicaciones 

de acuerdo a la práctica judicial en México.  

170. Ahora bien, en el dictamen también se indica que en las comunicaciones ex parte 

que tuvo PEP se le informó el sentido de la sentencia. En mi experiencia, los jueces y 

magistrados no informan a los litigantes del sentido de sus resoluciones al sostener una 

entrevista. Igualmente, en los documentos que he tenido a la vista tampoco he podido 

encontrar evidencia alguna de que se le haya comunicado de antemano el sentido de la 

resolución a PEP. Dada la atipicidad de la situación destacada por los Expertos, me parece 

 
216  A manera de ejemplo, acompañan a este Informe dos solicitudes, una presentada por mi despacho y otra 
por nuestra contraparte, solicitando una entrevista ex parte con jueces y magistrados. Asimismo, se presenta la 
resolución de las autoridades, que era comunicada a ambas partes, en la que en ambos casos se accedió a la 
solicitud y se fijó fecha y hora para que tuviera verificativo la comunicación ex parte. JAH-0052 
217  Ver Informe Zamora-Amézquita, ¶190. 
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en extremo aventurado aseverar que los Magistrados del TFJA adelantaron el sentido de la 

sentencia basándose únicamente en una declaración testimonial como la del Sr. Kernion que, 

además, según entiendo hace referencia a supuestos hechos de los que tuvo conocimiento por 

un tercero, es decir, un “testigo de oídas” como se suele llamar en el argot legal mexicano.  

171. La supuesta violación en torno a las comunicaciones de PEP tiene una estrecha 

relación con otra presunta violación destacada por los expertos de las Demandantes, 

consistente en que PEP recibió un trato preferencial al tener “conocimiento de un 

procedimiento del que no debería haber tenido conocimiento, ya que nunca se realizó la 

notificación a Pemex”.218 De nuevo, considero que la opinión de los expertos de las 

Demandantes ignora aspectos básicos sobre el funcionamiento del Poder Judicial, que son de 

conocimiento general para cualquier abogado que litigue en México.  

172. A pesar de que el acceso irrestricto a un expediente está reservado a las partes 

debidamente notificadas, los tribunales federales mexicanos –como todos los que conocieron 

de los Juicios– diariamente publican “listas de acuerdos”, que básicamente son listados que 

contienen síntesis de todas las resoluciones adoptadas en cada juicio a su cargo, en la que 

también se incluyen datos de identificación como los nombres de las partes o el número de 

identificación de los expedientes.219 A manera de ejemplo, abajo se presenta una impresión 

de pantalla de una lista de acuerdos publicada por el 11º JD, el juez que conoció en primera 

instancia del juicio relacionado con el Contrato 804: 

 

 
218  Ver Informe Zamora-Amézquita, ¶139. 
219  Ver el portal con las “listas de acuerdos” de todos los órganos jurisdiccionales federales de México, en 
el que puede consultarse libremente por órgano o por número de expediente, el cual está disponible en la 
siguiente liga:  
https://www.cjf.gob.mx/micrositios/dggj/paginas/serviciosTramites.htm?pageName=servicios%2FlistaAcuerd
os.htm  

https://www.cjf.gob.mx/micrositios/dggj/paginas/serviciosTramites.htm?pageName=servicios%2FlistaAcuerdos.htm
https://www.cjf.gob.mx/micrositios/dggj/paginas/serviciosTramites.htm?pageName=servicios%2FlistaAcuerdos.htm
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173. Gracias a estos sistemas de búsqueda, es relativamente sencillo tener 

conocimiento de los juicios que están siendo tramitados por cualquier juzgado o tribunal 

federal, así como saber los datos relevantes del juicio e incluso la síntesis de todas las 

resoluciones que se han dictado en cada juicio. Estas síntesis son las mismas que los expertos 

de las Demandantes acompañan a su informe, mismas a las que pudieron tener acceso sin 

necesidad de ser parte en ninguno de los juicios entre PEP y las Demandantes.220  

174. Asimismo, existen sistemas de búsqueda privados y públicos que permiten 

identificar entre todos los juicios en el país si existe alguno en el que se haya señalado a un 

determinado demandado, e incluso colocar alertas para informar en cuanto se registre un 

juicio en contra de determinada persona. Para referencia del Tribunal Arbitral, se acompaña 

a este Informe un video en el que se ilustra el funcionamiento de estos sistemas.221 Asistido 

de estos sistemas, los cuales son utilizados por la gran mayoría de los abogados en México, 

PEP podría haberse fácilmente enterado de la existencia de un juicio en su contra –el juicio 

relacionado con el Contrato 804– y después haberse formado una idea bastante completa del 

 
220  Ver, por ejemplo, los siguientes documentos RZ-009, RZ-010, RZ-011, RZ-012, RZ-015, RZ-028, 
RZ-029, RZ-030, RZ-034, y RZ-043. 
221  Ver JAH-0053 
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estado del proceso a través de las síntesis publicadas por el Poder Judicial. Por lo anterior, 

no me resulta extraño que PEP hubiera tenido conocimiento del juicio relacionado con el 

Contrato 804 antes de haber sido emplazada.  

175. Por las razones anteriores y a partir de la evidencia que tuve a la vista, no 

considero que haya pruebas sobre alguna supuesta conducta irregular que denote que PEP 

hubiera recibido un trato privilegiado frente a las Demandantes. Tanto las comunicaciones 

con los Magistrados del TFJA como el conocimiento de PEP del juicio referente al Contrato 

804 son circunstancias ordinarias y explicables con base en un conocimiento mínimo del 

funcionamiento del Poder Judicial y la práctica profesional de los litigantes en México. Por 

esta razón, no considero que existan violaciones o irregularidades imputables a los tribunales 

mexicanos en relación con los temas analizados en este apartado.  

D. Remisión de oficio al arbitraje 

176. Los Expertos refirieron como supuesta violación la decisión del 8° JD de remitir 

a arbitraje la controversia derivada del Contrato 821, aunque ninguna de las partes lo solicitó 

y de hecho ambas presentaron recursos de apelación y demandas de amparo para controvertir 

esta decisión.222 En consideración del suscrito, no existe la violación que se alegan ya que 

conforme a Derecho mexicano puede sostenerse que un juez remita a las partes al arbitraje 

sin que alguna de ellas lo hubiera solicitado en su primer escrito sobre el fondo, cuando una 

de las partes sea extranjera.    

177. En efecto, conforme al artículo 1424 del Código de Comercio, en aquellos casos 

en los que un residente en el extranjero se hubiese sometido al arbitraje y fuera parte de un 

litigio, el juez deberá remitir las partes al arbitraje, es decir, el juzgador debe actuar de 

 
222  Ver Informe Zamora-Amézquita, ¶¶141-144. 
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oficio.223 Por ende, la decisión del 8° JD puede sustentarse en la ley arbitral aplicable al 

Contrato 821, pues de acuerdo con dicho contrato, Finley –una de las actoras en el juicio– es 

una empresa residente en el extranjero,224 lo que vinculaba al 8° JD a remitir la controversia 

al arbitraje.  

178. Con independencia de lo anterior, aunque se estimara que la decisión del 8º JD 

de remitir a las partes a arbitraje no encuentra sustento en Derecho mexicano, lo cierto es que 

dicha supuesta violación se vio significativamente matizada por el hecho de que la sentencia 

dictada por el 8° JD fue revocada y sustituida por otra en la que se resolvió la litis, 

absolviendo a PEP de las prestaciones exigidas.225 Dado que el 10° TCC coincidió con los 

argumentos de las Demandantes sobre la sumisión tácita de PEP a la competencia de los 

tribunales mexicanos y su consecuente renuncia al arbitraje, dicho Tribunal ordenó, a través 

de la sentencia de amparo directo 425/2018, que el 3° TUMCA revocara la sentencia de 

remisión al arbitraje y, en su lugar, dictara otra en la que resolviera sobre la demanda de las 

actoras. Con esta sentencia de amparo, cualquier posible irregularidad o violación quedó 

subsanada por tratarse de una decisión dictada por un órgano de mayor jerarquía que quedó 

firme. 

E. Inaplicación de la suplencia de la queja 

179. En el Informe Zamora-Amézquita también se señaló una supuesta violación al 

principio de suplencia de la queja aplicable en materia constitucional, concretamente del 10° 

 
223  Código de Comercio, artículo 1424, “[…] Sin menoscabo de lo que establece el primer párrafo de este 
artículo, cuando un residente en el extranjero se hubiese sujetado expresamente al arbitraje e intentara un litigio 
individual o colectivo, el juez remitirá a las partes al arbitraje.” RZ-044 
224  Contrato 821, declaración 2.1, “Finley Resources, Inc. es una sociedad mercantil legalmente constituida 
y con existencia jurídica de conformidad con las disposiciones legales de las Estados Unidos de Americe, según 
se acredita mediante los Artículos de Constitución registrados bajo el Expediente 128506900 de fecha 20 
(veinte) de septiembre de 1993 (mil novecientos noventa y tres), certificado par la Oficina del Secretario de 
Estado de Texas, John Steen, en Austin, Texas, Estados Unidos de América. […]” C-0034-SPA 
225  Supra ¶¶124-127. 
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TCC que resolvió el amparo derivado del juicio ordinario civil 120/2015 –derivado del 

Contrato 804–, pues se considera que dicho Tribunal tenía la obligación de aplicar este 

principio en favor de Bisell y MWS Management y, a pesar de ello, se abstuvo de hacerlo.226 

Asimismo, se sostiene que este principio obligaba al 10° TCC a considerar los argumentos 

novedosos de las quejosas –que no se habían hecho valer en instancias previas–, y 

complementar o sustituir aquellos argumentos deficientes presentados en su demanda de 

amparo, que no estaban encaminados a combatir la sentencia impugnada, sino que resultaban 

en una mera reiteración de argumentos previos.  

180. Dicha interpretación sobre el alcance de este principio y su aplicación en el caso 

concreto es insostenible. Contrario a lo sostenido, el principio de suplencia de la queja no 

implica que las autoridades constitucionales siempre deban priorizar la solución de las 

controversias por encima de toda formalidad esencial del procedimiento, permitiendo que los 

jueces suplan las deficiencias de los reclamos de los particulares y resuelvan sobre 

argumentos procesalmente inatendibles.227  

181. Más bien, en las materias civil, mercantil y administrativa, el principio de 

suplencia de la queja constituye una excepción a la regla general que impone la carga 

argumentativa de demostrar la inconstitucionalidad del acto reclamado al quejoso.228 La 

SCJN ha determinado que estas materias se rigen por el principio de estricto derecho,229 por 

 
226  Ver Informe Zamora-Amézquita, ¶¶153-157. 
227  Ver Informe Zamora-Amézquita, ¶157. 
228  Ver tesis de la Primera Sala de la SCJN con número de registro 2021518, Suplencia de la queja deficiente 
en materias civil, mercantil y administrativa. El artículo 79, fracción vi, de la ley de amparo que establece su 
procedencia únicamente ante violaciones evidentes de la ley que hayan dejado sin defensa al quejoso, no viola 
el derecho de acceso a la justicia. JAH-0054 
229  López, Neófito, “Suplencia de la Queja en Materia Civil”, en El principio de estricto derecho. Colección 
Consejo de la Judicatura Federal, 2017, p. 84, “ese mismo principio de estricto derecho constituye un obstáculo 
técnico jurídico durante el juicio de garantías o en la instancia de revisión, que por regla general impide al juez 
de amparo recabar pruebas oficiosamente sobre el interés jurídico del quejoso, subsanar las deficiencias en su 
carga probatoria y en el momento culminante de pronunciar sentencia, analizar oficiosamente la 
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lo que los jueces no pueden suplantarse en el lugar del quejoso para mejorar, subsanar o 

invocar argumentos en cualquier caso en el que el quejoso haya expresado un reclamo 

deficiente o insuficiente. 230 Salvo en ciertos casos excepcionales expresamente previstos por 

ley o jurisprudencia, en las materias civil y administrativa el juez no está obligado a aplicar 

el principio de suplencia de la queja. 231   

182. Ahora bien, del análisis del juicio de amparo directo que derivó del juicio 

ordinario civil relacionado con el Contrato 804, no advierto que exista un caso de excepción 

que justifique la aplicación de este principio para subsanar los argumentos deficientes de las 

Demandantes. El 10° TCC desestimó la petición de amparo de Bisell y MWS Management 

porque los argumentos expresados en su demanda: (i) resultaban novedosos ya que no fueron 

planteados desde el recurso de apelación que fue resuelto por el 3° TUC,232 y (ii) no 

controvertían las consideraciones del 3° TUC para confirmar el desechamiento de la 

demanda, ya que eran una mera reiteración de argumentos que ya habían sido atendidos y 

desestimados en la sentencia de apelación.  

183. Bajo derecho mexicano, si los argumentos no se hicieron valer desde la primera 

instancia del juicio y, en su lugar, se pretenden incorporar en segunda instancia o en el 

amparo, entonces estos argumentos son considerados novedosos y, por ende, inatendibles por 

el tribunal de apelación o el tribunal de amparo.233 A esta figura se le conoce como 

inoperancia del agravio o concepto de violación expresado por el quejoso, e implica que tales 

 
constitucionalidad del acto reclamado en la acción de amparo o la resolución impugnada a través del recurso 
de revisión, queja o reclamación.” JAH-0055 
230  Id.  
231  Ver tesis de la Primera Sala de la SCJN con número de registro 2008557, Suplencia de la queja deficiente 
en materias civil y administrativa (interpretación del artículo 79, fracción vi, de la ley de amparo). JAH-0056 
232  RZ-016, p. 19. 
233  Ver jurisprudencia de la Primera Sala de la SCJN con número de registro 176604, Agravios inoperantes. 
Lo son aquellos que se refieren a cuestiones no invocadas en la demanda y que, por ende, constituyen aspectos 
novedosos en la revisión. JAH-0057 
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argumentos son insuficientes para combatir las consideraciones de la sentencia impugnada 

y, por ende, no pueden dar lugar a que la misma se modifique o se revoque.234  

184. Por otro lado, el 10° TCC también determinó que los argumentos de las quejosas 

resultaban inoperantes porque omitían impugnar las consideraciones de la sentencia 

reclamada y, en su lugar, se limitaban a reiterar cuestiones ya atendidas por el 3° TUC que 

fueron desestimadas por el mismo, pues se centraban en defender la competencia del 11° JD 

y no en acreditar la procedencia de la vía civil. Similarmente, conforme a nuestro derecho, la 

reiteración de los mismos argumentos expresados en una primera instancia para impugnar la 

resolución dictada en una segunda instancia, conlleva a que los argumentos sean declarados 

inoperantes al no controvertir las verdaderas consideraciones de la sentencia impugnada.235  

185.  Si bien en el dictamen se pretende sostener que el principio de suplencia de la 

queja debió aplicarse para subsanar la inoperancia de los argumentos de las quejosas, lo cierto 

es que dicho principio no tiene este alcance. La suplencia de la queja únicamente permite que 

el juez analice violaciones no aducidas por el quejoso y subsane esta omisión,236 más no lo 

exime de cumplir con las formalidades esenciales del recurso interpuesto, como es expresar 

agravios encaminados a controvertir la resolución que se estima ilegal. 237 

 
234  Sentencia de Amparo CP-804, p. 29-31. RZ-016 
235  Ver tesis del Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región con número 
de registro 2018415, Remate. Son ineficaces los conceptos de violación en el amparo indirecto, si se reiteran 
las mismas violaciones planteadas en el recurso de apelación promovido contra el proveído que aprobó aquella 
diligencia, sin impugnar los motivos y fundamentos expresados por la autoridad de segunda instancia. JAH-
0058 
236 Ver jurisprudencia del Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito con 
número de registro 2003771, Suplencia de la queja deficiente en el juicio de amparo. Sus alcances a raíz de las 
reformas constitucionales de 10 de junio de 2011. JAH-0059 
237 Ver, por ejemplo, jurisprudencia de la Primera Sala de la SCJN con número de registro 169923, Conceptos 
de violación inoperantes. Tienen esta calidad si se refieren a cuestiones no aducidas en los agravios del recurso 
de apelación y no se dejó sin defensa al apelante. JAH-0060; tesis del Tercer Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Primer Circuito con número de registro 163725, Suplencia de la queja. Su procedencia y alcance en 
relación con el principio de definitividad. JAH-0061; y tesis de la Segunda Sala de la SCJN con número de 
registro 164180, Agravios inoperantes. Lo son en la inconformidad si no impugnan el acuerdo que tuvo por 
cumplida la ejecutoria, aunque se trate de núcleos agrarios. JAH-0062 
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F. Supuestas violaciones a los principios de exhaustividad, congruencia y de 
fundamentación y motivación 

186. Finalmente, en el Informe Zamora-Amézquita se aducen una serie de violaciones 

en el juicio administrativo 20356/17-17-12-2 –derivado del Contrato 821– a los principios 

de exhaustividad, congruencia y el deber de fundamentación y motivación por parte del 

TFJA. De acuerdo con el dictamen, estas violaciones derivan de la supuesta irregularidad en 

la resolución de este juicio, ya que se considera que la Sala Superior: (i) no realizó un análisis 

exhaustivo de la cláusula de rescisión del Contrato 821,238 (ii) no motivó –o justificó– su 

razonamiento para concluir que la suspensión de las obras al amparo de dicho contrato y la 

insolvencia de Pemex no impedían a las Demandantes cumplir con las órdenes de trabajo,239 

y (iii) llegó a conclusiones contradictorias en relación a la posibilidad de ejercer monto 

mínimo del Contrato 821 en un plazo de 30 días.240  

187. Debe decirse que estas supuestas irregularidades no constituyen violaciones a los 

principios enunciados. En primer lugar, las omisiones e irregularidades advertidas no 

actualizan una vulneración a los derechos fundamentales de las Demandantes previstas en el 

artículo 17 constitucional, ya que no se tratan de violaciones flagrantes o graves que 

impliquen una completa ausencia de exhaustividad, coherencia y fundamentación y 

motivación. Más bien, dichos argumentos están encaminados a impugnar la interpretación de 

la Sala Superior y destacar la forma en la que, en el dictamen, les gustaría que se hubiera 

resuelto la controversia, sin que ello conlleve a una violación evidente a los principios y 

derechos que se enuncian. 

 
238  Ver Informe Zamora-Amézquita, ¶¶161-164. 
239  Ver, Informe Zamora-Amézquita, ¶172. 
240  Ver, Informe Zamora-Amézquita, ¶¶174-175. 
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188. En segundo lugar, como anteriormente se destacó, Finley, Drake-Mesa y Drake-

Finley presentaron una demanda de amparo directo contra la resolución dictada en el juicio 

administrativo, la cual fue conocida y resuelta por el 14° TCC.241 Este juicio de amparo opera 

como una segunda instancia, en la que el Tribunal Colegiado revisa la constitucionalidad de 

la decisión tomada por la autoridad responsable –en este caso la Sala Superior– y, en caso de 

que determine que ésta vulnera un derecho constitucional del quejoso, entonces la revoca y 

le ordena a la autoridad dictar otra bajo ciertos lineamientos que aseguran que la violación 

no se repita.242 

189. Por ende, si las Demandantes estimaban que la Sala Superior incurrió en estas 

violaciones, tuvieron la oportunidad de manifestarlas en su demanda de amparo para que el 

14° TCC determinara si en efecto existieron y, consecuentemente, las corrigiera. Sin 

embargo, del análisis realizado de las constancias del juicio, no se desprende que las 

Demandantes hayan hecho valer tales violaciones en su amparo,243 razón por la cual las 

mismas quedaron consentidas y firmes.  

190. Inclusive, los argumentos de las Demandantes en dicho juicio de amparo fueron 

declarados inoperantes por el 14° TCC ya que, entre otras cosas, pretendían la interpretación 

del TLCAN, lo cual escapaba el alcance de dicho juicio.244 Por ende, si bien las quejosas 

tuvieron la oportunidad de impugnar las violaciones referidas en el Informe Zamora-

Amézquita, su demanda de amparo se concentró en cuestiones que finalmente fueron 

desestimadas por el 14° TCC al resultar inatendibles e insuficientes para combatir la 

sentencia de la Sala Superior. 

 
241  Supra §VI. C. ii. 
242  Supra §V. B. v. 
243  Sentencia de fecha 30 de enero de 2020. RZ-040 
244  Supra ¶¶133-134. 
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VIII. CONTRATO 809 CELEBRADO ENTRE PEP E INTEGRADORA DE 
SERVICIOS, S.A. DE C.V. Y ZAPATA INTERNACIONAL, S.A. DE C.V. 

191. Las Demandantes refieren en este arbitraje el supuesto trato discriminatorio y 

dispar contra los inversores estadounidenses en favor de contratistas mexicanos.245 

Concretamente, las Demandantes han levantado ciertas acusaciones en relación al Contrato 

809 entre PEP e Integradora de Perforaciones y Servicios, S.A. de C.V. y Zapata 

Internacional, S.A. de C.V.246 Por ello, México me solicitó que analizara las cláusulas del 

Contrato 809 y las circunstancias en las que se dio la terminación del mismo. 

192. El contenido del Contrato 809 es similar al Contrato 804, las únicas diferencias 

que el suscrito pudo identificar se relacionan con la fecha de celebración y el monto del 

presupuesto mínimo y máximo (el Contrato 809 prevé un presupuesto mínimo de USD 

$24,000,000.00 y presupuesto máximo de USD $60,000,000.00). Dado que el resto de las 

cláusulas del Contrato 809 resultan idénticas a las del Contrato 804, y me remito al análisis 

previamente expuesto de dicho contrato en el presente Informe.247 Una notoria diferencia a 

considerar es que, de conformidad con el acta de finiquito, las partes celebraron un convenio 

modificatorio con la finalidad de extender la vigencia del contrato, ampliándola así al 31 de 

diciembre de 2013.248 

193. Ahora bien, de los documentos examinados se desprende que, a partir del 23 de 

agosto de 2013 y hasta el 9 de diciembre de 2013,249 se decretó una suspensión de los trabajos 

de perforación al amparo del Contrato 809 por caso fortuito o fuerza mayor.250 La suspensión 

 
245  Ver Memorial de Demanda, ¶ 231.  
246  Ibid. ¶¶227-231.  
247  Supra §IV. B. i. 
248  Ver acta de finiquito del Contrato 809, p. 1. JAH-0063 
249  Oficio 227-21000-21600-2907-2013 del 10 de diciembre de 2013, por el que PEP notificó la reanudación 
de las actividades bajo el Contrato 809. JAH-0064 
250  Oficio 227-21000-21600-2546-2013 del 2 de septiembre de 2013, por el que PEP notificó la suspensión 
de las actividades bajo el Contrato 809. JAH-0065 
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de trabajos generó, según el contratista, ciertos adeudos por concepto de gastos no 

recuperables.251 Asimismo, de acuerdo con el acta de finiquito, se realizaron trabajos por un 

monto equivalente a USD $8,432,522.30.252 En esta acta, PEP aclaró que no existían órdenes 

de trabajo pendientes de emitir y ejecutar para llegar al presupuesto mínimo pactado en el 

Contrato 809.253 

194. Con fecha 25 de junio de 2018, las partes suscribieron el acta administrativa de 

extinción de derechos y obligaciones del Contrato 809, en la que fijaron por concepto de 

gastos no recuperables a cargo de PEP la cantidad de USD $15,054,705.64.254 A través de 

dicha acta, las partes se otorgaron el más amplio finiquito respecto de las obligaciones y 

adeudos restantes derivados del Contrato 809.  

195. Bajo este contexto, resultan evidentes las diferencias en la ejecución y 

terminación de los Contratos y el Contrato 809. Del análisis efectuado no se advierte que 

PEP se hubiera comprometido a pagar la diferencia entre el presupuesto mínimo y el monto 

efectivamente ejercido bajo el Contrato 809; contrariamente, el monto que sería cubierto por 

PEP corresponde únicamente a gastos no recuperables y fue determinado a partir del acta 

circunstanciada del 9 de abril de 2018.255  

 

Jorge Asali Harfuch 
2 de diciembre de 2022, Ciudad de México  

 
251  Ver acta de finiquito del Contrato 809, p. 6. JAH-0063 
252  Ibid., p. 5.  
253  Ibid., p. 7.  
254  Ver acta administrativa de extinción de derechos y obligaciones del Contrato 809, p. 2. JAH-0066 
255  Id. 
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